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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

mayo de 2024 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Oficio No. 06638 
 
 
Quito, D.M., 02 de mayo de 2024  
 
 
Ingeniero 
Luis Miguel Porras Sotamba 
GERENTE GENERAL 
EMPRESA MUNICIPAL DE ASEO SANTA ROSA - EMAS EP 
Presente. -   
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. 032-EMAS-EP-G.G.-2024, de 16 de febrero de 2024, ingresado en el 
correo institucional único de la Procuraduría General del Estado el mismo día, sobre la 
potestad reguladora del Sistema Nacional de Contratación Pública y la aplicación del último 
inciso del artículo 31 del Reglamento General Sustitutivo para la Administración, Utilización, 
Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público1 (en adelante, “Reglamento 
de Bienes”) expedido por la Contraloría General del Estado, se consultó lo siguiente:  
 

“¿Las entidades contratantes sujetas al Art. 1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional 
de Contratación Pública -LOSNCP- tienen potestad normativa para regular la gestión 
de la Contratación Pública al interior de la entidad contratante, a través de ordenanzas, 
resoluciones o cualquier instrumento normativo, conforme lo determina el último 
inciso del Reglamento General Sustitutivo para la administración, utilización, manejo 
y control de los bienes e inventarios del sector público (Acuerdo de la Contraloría 
General del Estado No. 67 publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 388 de 
fecha 14 de diciembre de 2018)?”.  

 
Al respecto, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
1.1. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender su consulta, 

mediante oficios No. 05621 y 05622, de 20 de febrero de 2024, la Procuraduría General 
del Estado solicitó a la Contraloría General del Estado (en adelante, “CGE”) y Servicio 
Nacional de Contratación Pública (en adelante, “SERCOP”), respectivamente, que 
remitan sus criterios jurídicos institucionales sobre la materia objeto de la consulta; 
requerimientos que fueron atendidos por la Directora Nacional Jurídico de la CGE, con 
oficio No. 092-DNJ-2024, de 22 de febrero de 2024, ingresado en el correo institucional 
único de este organismo el mismo día; y, por el Coordinador General de Asesoría 
Jurídica del SERCOP, mediante oficio No. SERCOP-CGAJ-2024-0062-OF, de 17 de 
marzo de 2024, ingresado en el correo institucional único de esta Procuraduría al día 
siguiente.    
 

                                       
1 Reglamento de Bienes, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 388 de 14 de diciembre de 2018.  
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1.2. El informe jurídico No. EMASEP-DJL-005-2024-I, de 15 de febrero de 2024, suscrito 
por la Directora Jurídica y Legal de la Empresa Municipal de Aseo Santa Rosa EMAS 
EP (en adelante, “EMAS EP”), citó los artículos 82, 120, 147, 212, 237 y 226 de la 
Constitución de la República del Ecuador2 (en adelante, “CRE”); 1, 9 numeral 6, 10 
numeral 9 y 52.1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública3  (en 
adelante, “LOSNCP”); 113 y 116 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización4 (en adelante “COOTAD”); 131 numerales 2 y 4 del 
Código Orgánico Administrativo5 (en adelante, “COA”); 101, 102, 103, 104, 105 y 
Disposición General Cuarta del derogado Reglamento General de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública6, vigente desde 2009 a junio de 2022 (en 
adelante, “Reglamento de 2009”); 336 de la derogada Codificación y Actualización de 
las Resoluciones emitidas por el SERCOP7 (en adelante “Codificación de Resoluciones 
del SERCOP”); 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional8 (en adelante, “LOGJCC”); 31 del Reglamento General Sustitutivo para 
la Administración, Utilización, Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector 
Público9 (en adelante “Reglamento de Bienes”); 2 y 3 de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción10; 9 de la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción11; 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados12; 
Sentencia No. 002-09-SAN-CC dictada por la Corte Constitucional, en el caso No. 0005-
08-AN13; con fundamento en los cuales analizó y concluyó: 

 
“2. DESARROLLO: 
 
2.3. Competencia de la potestad normativa en materia de Contratación Pública 
 
(…) 
 
Lo que debe entenderse de este último párrafo del artículo transcrito, es que cada entidad 
contratante, de acuerdo a su tamaño institucional, regule la actuación administrativa 
interna, es decir, quién genera la necesidad, a dónde debe ir el expediente, cuándo 
interviene el financiero, cuándo el jurídico y así regular la actuación administrativa 
eminentemente interna de la institución, pero más no regular el procedimiento como tal, 
el cual ya está regulado por la LOSNCP y su Reglamento General. 
 
(…) 
 

                                       
2 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
3LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 4 de agosto de 2008.    
4 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial Nro. 303 de 19 de octubre de 2010.   
5COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 7 de julio de 2017. 
6 RGLOSNCP de 2009, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 588 de 12 de mayo de 2009. 
7Codificación de Resoluciones del SERCOP, expedida el 31 de agosto de 2016 y publicada en la Edición Especial del Registro Oficial 
No. 245 de 29 de enero de 2018.   
8 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.  
9 Acuerdo de la Contraloría General del Estado No. 67 publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 388 de fecha 14 de 
diciembre de 2018. 
10 Convención Interamericana contra la Corrupción, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 153 de 25 de noviembre de 
2005. 
11 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No 166 de 15 de 
diciembre de 2005. 
12 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, publicado en Registro Oficial No. 134 de 28 de julio de 2003.  
13 Sentencia No. 002-09-SAN-CC, publicada en Suplemento del Registro Oficial No. 566 de 8 de abril de 2009.  
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En segundo lugar, el Código Orgánico Administrativo en su Art. 131 establece una serie 
de prohibiciones en la potestad normativa de las instituciones públicas, es decir, aquellas 
instituciones que efectivamente tienen la competencia para desarrollar normas internas, 
estas tienen ciertas limitaciones, por lo tanto, la potestad normativa de las instituciones 
no tiene efectos generales, estableciendo el mismo COA una lista expresa de 
prohibiciones: 
 
(…). 

  
En conclusión, no existe competencia para los GADs de emitir normativa que regule la 
tramitación ordinaria de los procesos de Contratación Pública, como si lo tiene el 
SERCOP, competencia asignada expresamente en el Art. 10 numeral 9 de la LOSNCP. 
Finalmente, al existir un Ente Rector de la Contratación Pública ecuatoriana, éste es el 
órgano que puede crear normas coherentes para el adecuado desenvolvimiento de las 
compras gubernamentales. Por su parte, la Contraloría General del Estado ha 
desarrollado las Normas de Control Interno, bajo la perspectiva de control. 
 
(…) 
 
3. CONCLUSIONES: 
 
• Actualmente existen criterios subjetivos y divididos respecto de la potestad normativa 
de todas y cada una de las instituciones del sector público sujetas al Art. 1 de la LOSNCP, 
para regular la gestión del proceso de Contratación Pública. 
 
• El criterio del Abogado de la institución, basado en los métodos de interpretación 
jurídica literal y sistemático, es que por regla general, ninguna institución del sector 
público tiene competencia normativa para regular la gestión de los procesos de 
Contratación Pública, toda vez que esta materia ya se encuentra regulada por la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, su Reglamento General y la 
Normativa Secundaria del Ente Rector; además, no existe norma jurídica expresa que 
establezca la potestad normativa en esta materia específica para todas las instituciones 
del sector público. (El énfasis me corresponde). 
 
• Los numerales 2 y 4 del Art. 131 del Código Orgánico Administrativo establecen que 
la potestad reglamentaria es privativa del Presidente de la República, además el Ente 
Rector de la Contratación Pública, a más de contar con la competencia legalmente 
establecida para desarrollar actos normativos que regulen la gestión de la Contratación 
Pública, es la institución que conoce la materia y puede conducirla adecuadamente para 
lograr un verdadero desarrollo nacional. (Énfasis añadido). 
 
• En el pasado se demostró que contar con normativa dispersa, permitir que cada 
institución pública cuente con su propia normativa, es un factor de alto riesgo para el 
fomento de la corrupción. Esta situación está expresamente prohibida por la 
Constitución de la República y los instrumentos internacionales citados en el presente 
informe”.  
    

1.3. Por su parte, el criterio jurídico de la CGE citó, además de las normas referidas por la 
entidad consultante, los artículos 7, 31 numeral 22  y 77 de la Ley Orgánica de la 
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Contraloría General del Estado14 (en adelante, “LOCGE”); 128 y 130 del COA; 11 
numeral 2 del Reglamento Sustitutivo de Suscripción de Documentos de la Contraloría 
General del Estado15 (en adelante, “Reglamento Sustitutivo de Suscripción de 
Documentos”); y, el acápite 401-01 del Acuerdo No. 004-CG-2023, que contiene las 
Normas de Control Interno para las Entidades, Organismos del Sector Público y de las 
Personas Jurídicas de Derecho Privado que Dispongan de Recursos Públicos16 (en 
adelante, “Normas de Control Interno”), con base en los cuales concluyó lo siguiente:  

 
“De las normas citadas se desprende que, en uso de sus atribuciones y facultades 
atribuidas por la ley; y, con el fin de mantener el control dentro de las Entidades del 
Estado, la Contraloría General del Estado ha emitido normativa para el correcto uso y 
funcionamiento de las mismas. 
 
En conclusión, es criterio de este Organismo Técnico de Control, que de acuerdo a las 
responsabilidades de cada Entidad Pública, a través de su Máxima Autoridad, pueden 
emitir reglamentos, normas secundarias para el efectivo y eficiente funcionamiento de 
la Institución; por lo que, en base a la consulta realizada, en lo que se refiere a la gestión 
de la Contratación Pública, la Máxima Autoridad de cada Entidad Contratante está 
facultada a regular las funciones del personal a su cargo mediante el estatuto orgánico 
o el instrumento técnico de gestión organizacional, ya que, es facultad de estás, emitir 
actos normativos, que produzcan los efectos jurídicos generales y permitan el correcto 
funcionamiento del control interno institucional, siempre que esta normativa no se 
contraponga al ordenamiento jurídico legal vigente” (Énfasis añadido).   
 

1.4. El SERCOP, en su criterio jurídico, adicionalmente citó los artículos 132 numeral 6, 
227, 288, 424, 425 de la CRE; 10 numerales 12 y 17, y 99 de la LOSNCP; 14, 129, 131 
numeral 6 del COA; y, 8 numeral 6, 9 numeral 4 y la Disposición Transitoria Primera 
del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública17 (en adelante, “RGLOSNCP”), con base a los cuales analizó y concluyó lo 
siguiente: 

 
“2.8. POTESTAD NORMATIVA EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 
 
Acorde a lo consagrado en el número 6 del artículo 120 de la Constitución de la 
República del Ecuador, es atribución y deber exclusivo de la Asamblea Nacional el 
‘Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas con carácter 
generalmente obligatorio.’.” 
 
En correlación, el número 6 del artículo 132 de la norma constitucional, establece que 
la Asamblea Nacional es el ente que aprobará como normas generales de interés común, 
requiriendo la expedición de ley para, entre otras, ‘Otorgar a los organismos públicos 
de control y regulación la facultad de expedir normar de carácter general en las materias 
propias de su competencia, sin que puedan alterar o innovar las disposiciones legales.’. 
 

                                       
14 LOCGE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 595 de 12 de junio de 2002.  
15 Reglamento Sustitutivo de Suscripción de Documentos, publicado en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial No. 519 de 19 de 
agosto de 2021.  
16 Normas de Control Interno, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 257 de 27 de febrero de 2023.   
17 RGLOSNCP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 87 de 20 de junio de 2022.  
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Se debe indicar que, por mandato del artículo 147 la Constitución de la República del 
Ecuador, es atribución y competencia del Presidente de la República en el número 13, el 
“Expedir los reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes, sin contravenirles 
ni alterarlas, así como los que convengan a la buena marcha de la administración.”, lo 
cual guarda correspondencia con lo dispuesto en el artículo 129 del Código Orgánico 
Administrativo [en adelante COA]. 
 
El Servicio Nacional de Contratación Pública – SERCOP como ente rector del Sistema 
Nacional de Contratación Pública, acorde al número 9 del artículo 10 de la LONSCP, 
posee como atribución otorgada por mandato legal el ‘Dictar normas administrativas, 
manuales e instructivos relacionados con esta Ley;’. 
 
Concomitante a la atribución antes señalada, esta se reglamenta con la disposición 
constante en el número 6 del artículo 8 del Reglamento General a la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional Pública, y faculta al SERCOP para ‘Expedir actos normativos que 
complementen y desarrollen el contenido de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública y del presente Reglamento General, los cuales entrarán en 
vigencia, a partir de su publicación en el Registro Oficial;’; atribución que es ejercida 
por intermedio de su Director General, designado por el Presidente de la República del 
Ecuador, quien es competente acorde al número 4 del artículo 9 del Reglamento ibídem 
que dispone: ‘Emitir la normativa para el funcionamiento del Sistema Nacional de 
Contratación Pública y del Servicio Nacional de Contratación Pública, que no sea 
competencia del Directorio;’. 
 
En concordancia con lo expuesto, la Disposición Transitoria Primera del Reglamento 
General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, establece: 
“[…] La adecuación de la normativa secundaria del presente Reglamento General, será 
emitida por el Servicio Nacional de Contratación Pública, mediante resolución, […]”. 
 
El Código Orgánico Administrativo en el artículo 128 defina al acto normativo de 
carácter administrativo como toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de una 
competencia administrativa que produce efectos jurídicos generales, que no se agota con 
su cumplimiento y de forma directa. 
 
Cabe señalar que el artículo 130 del COA prescribe que las máximas autoridades 
administrativas tienen competencia normativa de carácter administrativo únicamente 
para regular los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo los casos en los que la ley 
prevea esta competencia para la máxima autoridad legislativa de una administración 
pública. La competencia regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar 
expresamente atribuida en la ley. (El énfasis corresponde al texto original).  
 
El inciso tercero del artículo 31 del Reglamento General Sustitutivo para la 
Administración, Utilización, Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector 
Público, expedido mediante Acuerdo Nro. 067-CG-2018 de la Contraloría General del 
Estado, señala: 
 
‘[…] Para efectuar las adquisiciones, las entidades u organismos comprendidos en el 
artículo 1 del presente Reglamento, podrán emitir su correspondiente normativa interna 
y/o disposiciones administrativas, de conformidad a sus requerimientos, considerando 
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las disposiciones legales que fueren aplicables y los parámetros ambientales para la 
reducción del impacto ambiental’. 
 
III. PRONUNCIAMIENTO 
 
3.1. En respuesta a la consulta planteada, se concluye que las entidades contratantes 
establecidas en el artículo 1 de la LOSNCP, sujetas a la Ley en referencia, no poseen 
potestad para expedir actos normativos de carácter administrativo que tiendan a regular 
los procedimientos de contratación pública, puesto que por disposición legal contenida 
en el número 9 del artículo 10 de la Ley ibídem, la competencia de dictar normas 
administrativas corresponde a este Servicio Nacional de Contratación Pública. La 
respectiva atribución normativa acorde a la disposición de los artículos 8 número 6; y, 
9 número 4 del RGLOSNCP, son ejercidas por la Directora General del SERCOP, en 
aplicación de lo establecido en los artículos 128 y 130 del COA. 
 
3.2. El artículo 31 del Reglamento General Sustitutivo para la Administración, 
Utilización, Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público, debe ser 
entendido conforme con el artículo 131 del COA, el cual es diáfano y meridianamente 
comprensible en el número 6, al establecer como prohibición de las administraciones 
públicas el emitir actos normativos de carácter administrativo sin competencia legal o 
constitucional, limitando el ejercicio de dicha potestad, acorde al artículo 130 del Código 
ibídem, a emitir actos normativos de carácter administrativo para regular asuntos 
internos del órgano a su cargo, siendo facultativo de las entidades contratantes expedir 
sus propias normas internas referentes a la tramitación de los procedimientos de 
contratación pública determinados en la LONSCP, su Reglamento General de 
aplicación, y demás normativa conexa en materia de contratación pública. (…)” 

 
1.5. De lo manifestado se observa que el informe jurídico de la entidad consultante y el 

criterio jurídico del SERCOP, coinciden en señalar que: i) por regla general las entidades 
del sector público no tienen competencia normativa para regular la gestión de 
contratación pública, siendo el poder Ejecutivo quien cuenta con potestad reglamentaria 
y el SERCOP con la competencia para desarrollar actos normativos en gestión de 
contratación pública; ii) el SERCOP agrega que las entidades contratantes pueden emitir 
actos normativos de carácter administrativo, para regular exclusivamente asuntos 
internos de la entidad, como normas internas referentes a la tramitación de 
procedimientos de contratación pública determinados en la LOSNCP, su reglamento y 
demás normativa aplicable a la materia.  
 
Por su parte, la CGE concluye que, referente a la gestión de contratación pública, la 
máxima autoridad de las entidades contratantes tiene la facultad para emitir actos 
normativos que regulen las funciones del personal a su cargo, en procedimientos de 
contratación pública, con instrumentos técnicos de gestión organizacional, siempre que 
no contraríen el ordenamiento legal vigente.  

 
2. Análisis. –  
 
Para facilitar el estudio de la consulta planteada, el análisis abordará los siguientes puntos: i) 
Competencia Regulatoria en Contratación Pública; y, ii) Competencia Normativa de Carácter 
Administrativo en Adquisición o Arrendamiento de Bienes y Aplicación del Artículo 31 del 
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Reglamento de Bienes. 
 
2.1. Competencia Regulatoria en Contratación Pública. - 
 
De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se 
garantiza a través de la existencia de normas previas, claras y públicas, aplicadas por las 
autoridades competentes, considerando para tal efecto, que los servidores públicos solo 
pueden ejercer las competencias y facultades atribuidas en el ordenamiento jurídico.  
 
Sobre la potestad reglamentaria relacionada con las leyes y la competencia normativa de 
carácter administrativo, el COA las ha distinguido en sus artículos 129 y 130; estableciendo 
que le “corresponde al Presidente de la República el ejercicio de la potestad reglamentaria 
en relación con las leyes formales, de conformidad con la Constitución18(...)”; y, “Las 
máximas autoridades administrativas tienen competencia normativa de carácter 
administrativo únicamente para regular los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo 
los casos en los que la ley prevea esta competencia para la máxima autoridad legislativa de 
una administración pública” (énfasis añadido). El segundo inciso del artículo 130 ibídem, 
agrega que “La competencia regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar 
expresamente atribuida en la ley” (énfasis añadido). 
 
En este sentido, el artículo 1 de la LOSNCP, establece como parte de su objeto y ámbito el 
determinar “los principios y normas para regular los procedimientos de contratación para 
la adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución de obras y prestación de servicios (…)”, 
que realicen las entidades contratantes previstas en esa norma.  
 
Por su parte, el primer inciso del artículo 10 ibídem crea al SERCOP como un “organismo 
de derecho público, técnico regulatorio (…)”. En el ámbito de las competencias del 
SERCOP, el numeral 9 del citado artículo 10 reitera que le corresponde a esa entidad “Dictar 
normas administrativas, manuales e instructivos relacionados con esta Ley” (el énfasis me 
corresponde). En esta misma línea, los numerales 6 y 7 del artículo 8 del RGLOSNCP añaden 
que, para el cumplimiento de las atribuciones del SERCOP, este puede “6. Expedir actos 
normativos que complementen y desarrollen el contenido de la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública y del presente Reglamento General (...); 7. Expedir 
instructivos, metodologías y manuales, aprobados mediante acto normativo, que articulen el 
contenido de la Ley y este Reglamento” (énfasis añadido).  
 
Concordante, el numeral 4 del artículo 9 del RGLOSNCP establece como parte de las 
atribuciones del Director General del SERCOP, el “Emitir la normativa para el 
funcionamiento del Sistema Nacional de Contratación Pública y del Servicio Nacional de 
Contratación Pública, que no sea competencia del Directorio”. El ejercicio de la potestad 
normativa del SERCOP ha sido reglado en el artículo 9.1 ibídem19.  

                                       
18 CRE, “Artículo 147.- Son atribuciones y deberes de la Presidenta o Presidente de la República, además de los que determine la 
ley: (…) 13. Expedir los reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes, sin contravenirlas ni alterarlas, así como los que 
convengan a la buena marcha de la administración. (…)”   
19 RGLOSNCP, “Art. 9.1.- Reglas específicas para la potestad normativa del SERCOP.- El SERCOP aplicará las siguientes reglas 
específicas para el ejercicio de su potestad normativa:  
1. La expedición de normativa, manuales, instructivos y metodologías se efectuará a través de resoluciones, las cuales entrarán en 
vigencia con su publicación en el Registro Oficial. Las resoluciones deberán ser difundidas y comunicadas al público, y constarán 
de forma organizada y secuencial en la página web del SERCOP. 
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En ese sentido, la Disposición General Primera ibídem reitera la competencia reguladora del 
SERCOP y le dispone que “en ejercicio de su facultad reguladora adecuará la normativa 
secundaria a las normas contenidas en el presente Reglamento” (énfasis añadido). 
 
Adicionalmente, la letra b) del subnumeral 1.2.1.1 del artículo 10 de la Resolución No. 
DSERCOP0001-2023 que contiene el Estatuto Orgánico del SERCOP20, como parte de las 
atribuciones y responsabilidades del Director General del SERCOP, le permite “Emitir la 
normativa y demás regulaciones relacionadas con el Sistema Nacional de Contratación 
Pública y/o gestionar su emisión con los entes pertinentes (…)” (énfasis añadido), lo que 
incluye, “los lineamientos para la formulación de los planes de contratación de las entidades 
sujetas a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública (…)”.  
 
De lo expuesto se observa que: i) el artículo 129 del COA establece que la competencia para 
expedir reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes le corresponde exclusivamente 
al Presidente de la República; ii) las máximas autoridades administrativas tienen competencia 
normativa de carácter administrativo únicamente para regular asuntos internos del órgano a 
su cargo, así, expresamente dispone el referido artículo, que la competencia regulatoria de las 
actuaciones de las personas debe estar atribuida en la Ley; iii) la LOSNCP determina las 
normas para regular los procedimientos de contratación pública; y, iv) el SERCOP cuenta con 
facultad reguladora al ser el organismo técnico regulatorio a quien le corresponde dictar 
normas administrativas, relacionados al SNCP y los actos normativos que complementen la 
LOSNCP y su RGLOSNCP.  
 
2.2. Competencia Normativa de Carácter Administrativo en Adquisición o 
Arrendamiento de Bienes y Aplicación del Artículo 31 del Reglamento de Bienes.-  
 
Como antecedente tenemos que la CC, en sentencia No. 002-14-SIN-CC21, dentro de la causa 
No. 0056-12-IN, sobre el principio de reserva de ley ha señalado: 
 

 “Es fundamental anotar entonces, que el principio constitucional de reserva de ley o 
reserva legal establece que determinadas materias deben ser reguladas exclusivamente 
por normas expedidas por el órgano legislativo, constituyéndose en una importante 
garantía del orden democrático que asegura a la ciudadanía representada por el 
Parlamento, la facultad de definir y regular las materias de especial importancia a través 
de debates plurales y transparentes dotados de legitimidad.” (énfasis añadido). 

 
Al respecto, el artículo 132 de la CRE le otorga competencia a la Asamblea Nacional (en 
adelante, “AN”), para aprobar “como leyes las normas generales de interés común”. Acorde 

                                       
2. La expedición de modelos de pliegos se instrumentará mediante resoluciones. Para la reforma de una parte del modelo de pliego, 
será necesario sustituir el modelo completo. Se llevará una adecuada trazabilidad de las versiones emitidas. 
3. La implementación tecnológica de las resoluciones referidas en los numerales anteriores, deberá realizarse oportunamente. 
4. Cualquier resolución deberá socializarse previamente con los actores del Sistema Nacional de Contratación Pública, en 
cumplimiento del artículo 16 de la Lev para la Optimización y Eficiencia de Trámites Administrativos. 
5. Las normas se emitirán para complementar el desarrollo de la contratación pública, sin alterar ni modificar el contenido de las 
normas jerárquicamente superiores. Se verificará además que exista armonía con la normativa de control gubernamental. 
6. En la página web del SERCOP estará disponible, de forma permanente y gratuita, toda la normativa vigente relacionada al Sistema 
Nacional de Contratación Pública, siendo responsabilidad de los servidores del SERCOP mantener dicha información actualizada.” 
20 Estatuto Orgánico del SERCOP, publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial 280 de 30 de marzo de 2023.  
21 Sentencia No. 002-14-SIN-CC, publicada en el Registro Oficial Edición Especial No. 787 de 30 de noviembre de 2016.  
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al numeral 6 de la norma ibídem, se requiere la expedición de una ley para “Otorgar a los 
organismos públicos de control y regulación la facultad de expedir normas de carácter 
general en las materias propias de su competencia, sin que puedan alterar o innovar las 
disposiciones legales” (énfasis añadido). 
 
Por otro lado, de conformidad con los artículos 204, último inciso y 211 de la CRE, la CGE 
es un organismo público, que forma parte de la Función de Transparencia y Control Social, 
constituyéndose como el “(…) organismo técnico encargado del control de la utilización de 
los recursos estatales (…)”, siendo parte de sus funciones, además de las que determine la 
ley, el “Expedir la normativa para el cumplimiento de sus funciones (…)”, según el numeral 
3 del artículo 212 ibídem. 
 
En ese orden de ideas, según el artículo primero de la LOCGE, el objeto de esa norma es 
“(…) establecer y mantener, bajo la dirección de la Contraloría General del Estado, el 
Sistema de Control, Fiscalización y Auditoría del Estado, y regular su funcionamiento (…)”. 
Para regular el funcionamiento del Sistema de Control, Fiscalización y Auditoria del Estado, 
la CGE puede expedir, aprobar y actualizar “Reglamentos, regulaciones, manuales generales 
y especializados, guías metodológicas, instructivos y más disposiciones necesarias para la 
aplicación del sistema y la determinación de responsabilidades”, según a lo previsto en el 
numeral 5 del artículo 7 ibídem.  
 
El inciso final del citado artículo 7 de la LOCGE agrega que, en el marco normativo general 
expedido por la CGE, “(…) cada institución del Estado cuando considere necesario, dictará 
las normas, las políticas y los manuales específicos para el control de las operaciones a su 
cargo (…)”; siendo la CGE quien “(…) verificará su pertinencia y la correcta aplicación de 
las mismas”.  
 
En tal sentido, el numeral 22 del artículo 31 de la LOCGE, enlista como una de las funciones 
y atribuciones de la CGE, el “Dictar regulaciones de carácter general para (…) el control 
de la administración de bienes del sector público; y, las demás que sean necesarias para el 
cumplimiento de sus funciones”. Consecuentemente, el artículo 95 ibídem, reitera que ese 
organismo de control “(…) expedirá las regulaciones de carácter general, los reglamentos 
y las normas internas necesarias para el cumplimiento de sus funciones.” (énfasis añadido). 
 
Con fundamento en lo dispuesto, la CGE expidió el Reglamento de Bienes, cuyo objeto, 
previsto en su artículo 1 es regular “la administración, utilización, manejo y control de los 
bienes e inventarios de propiedad de las instituciones, entidades y organismos del sector 
público y empresas públicas (…)”, y su ámbito de aplicación corresponde a las entidades 
“comprendidas en los artículos 225 y 315 de la Constitución de la República del Ecuador, 
entidades de derecho privado que disponen de recursos públicos en los términos previstos en 
el artículo 211 de la Constitución de la República del Ecuador (…)”  
 
El referido Reglamento de Bienes, en su artículo 31, contenido en el Capítulo I 
“ADQUISICIONES”, del Título III “ADMINISTRACIÓN DE BIENES E INVENTARIOS”, 
establece que el proceso de adquisición o arrendamiento de bienes se debe realizar “sobre la 
base de las disposiciones de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 
su reglamento general y demás disposiciones legales de la materia (…)”.  
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Respecto de la emisión de normativa interna o disposiciones administrativas, para efectuar 
adquisiciones, el tercer inciso del citado artículo 31 señala que: 
 

 “Para efectuar las adquisiciones, las entidades u organismos comprendidos en el 
artículo 1 del presente Reglamento, podrán emitir su correspondiente normativa interna 
y/o disposiciones administrativas, de conformidad a sus requerimientos, considerando 
las disposiciones legales que fueren aplicables y los parámetros ambientales para la 
reducción del impacto ambiental” (énfasis añadido). 

 
En ese sentido, sobre la potestad normativa de carácter administrativo, el COA en su artículo 
130 aclara que “Las máximas autoridades administrativas tienen competencia normativa de 
carácter administrativo únicamente para regular los asuntos internos del órgano a su 
cargo (…)” (énfasis añadido).  
 
Concordante, el artículo 131 ibidem, aclara que las administraciones públicas que tengan 
competencia normativa tienen prohibido: “1. Restringir los derechos y garantías 
constitucionales. 2. Regular materias reservadas a la ley. 3. Solicitar requisitos adicionales 
para el ejercicio de derechos y garantías distintos a los previstos en la ley. 4. Regular 
materias asignadas a la competencia de otras administraciones. 5. Delegar la competencia 
normativa de carácter administrativo. 6. Emitir actos normativos de carácter administrativo 
sin competencia legal o constitucional”.  
 
Adicionalmente, la Disposición General Cuarta de la Ley Orgánica para la Optimización y 
Eficiencia de Trámites Administrativos22 (en adelante “LOOETA”), establece que “Cuando 
exista conflicto entre la normativa emitida por la Contraloría General del Estado y la 
normativa interna expedida por las instituciones para el ejercicio de sus competencias o 
para la gestión de sus procesos internos, prevalecerá esta última.” (Énfasis añadido). 
 
De lo expuesto se observa que: i) la CGE es un organismo público de control que cuenta con 
la facultad de expedir normas de carácter general para el cumplimiento de sus funciones; ii) 
la CGE mantiene bajo su dirección el Sistema de Control, Fiscalización y Auditoría del 
Estado, para regular el funcionamiento del referido sistema, y puede expedir reglamentos 
necesarios para la aplicación del sistema y la determinación de responsabilidades; iii) el 
Reglamento de Bienes tiene como objeto regular la administración, utilización, manejo y 
control de los bienes e inventarios del sector público; iv) en relación a la adquisición y 
arrendamiento de bienes, el Reglamento de bienes reitera que su procedimiento se deberá 
realizar sobre la base de la LOSNCP, el RGLOSNCP y las disposiciones legales de la materia; 
v) la posibilidad de que las entidades contratantes emitan su normativa interna y disposiciones 
administrativas para la adquisición y arrendamiento de bienes, prevista en el tercer inciso del 
artículo 31 del Reglamento de Bienes, debe ser entendida en función de la potestad normativa 
de carácter administrativo que le permite a las máximas autoridades administrativas regular 
únicamente los asuntos internos del órgano a su cargo y en consideración a las prohibiciones 
enumeradas en el artículo 131 del COA. 
 
 
 

                                       
22 LOOETA, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 353 de 23 de octubre de 2020. 
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3. Pronunciamiento. - 
 
En atención a los términos de su consulta se concluye que de conformidad con los artículos 
1 y 10 de la LOSNCP ; 1, 7 y 31 de LOCGE ; 129, 130 y 131 del COA; y, 1 y 31 del 
Reglamento General Sustitutivo para la Administración, Utilización, Manejo y Control de los 
Bienes e Inventarios del Sector Público, las máximas autoridades administrativas de las 
entidades sujetas al ámbito de la LOSNCP cuentan con potestad normativa de carácter 
administrativo para regular únicamente los asuntos internos del órgano a su cargo, en la 
gestión de los procedimientos de contratación pública; dicha potestad no les faculta alterar, 
crear o innovar disposiciones legales ni infralegales, por la reserva legal exclusiva del 
legislativo y, además, por la competencia reglamentaria del Presidente de la República del 
Ecuador, y regulatoria que en materia de contratación pública está atribuida exclusivamente 
al SERCOP.  
 
El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la inteligencia 
y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad 
consultante su aplicación a los casos institucionales específicos. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
 
C.C.  Ing. Deborah Cristine Jones Faggioni  
  Directora General del Servicio Nacional de Contratación Pública, SERCOP 
   

Dr. Mauricio Torres Maldonado, PhD.  
  Contralor General del Estado  

 
 
 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Oficio Nº 06864 
 
 
Quito, D.M., 16 de mayo de 2024 
 
 
Ingeniero 
Henry Kronfle Kozhaya 
PRESIDENTE 
ASAMBLEA NACIONAL DEL ECUADOR 
Presente.- 
 
 
De mi consideración: 

 
Mediante oficio No. AN-KKHF-2024-021-O. de 8 de mayo de 2024, ingresado en la 
Procuraduría General del Estado el 10 de los mismos mes y año, se formularon las 
siguientes consultas:    

 
“1. De conformidad con lo previsto en los artículos 13, y 14 numerales 6 y 13 
de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, el Consejo de Administración 
Legislativa como máximo órgano de administración de la Función Legislativa 
¿podría suspender la sustanciación tratamiento de un juicio político en los 
casos en los que las interpeladas justifiquen que han sido diagnosticadas con 
una condición de riesgo en el embarazo, a fin de garantizar su salud integral y 
el desarrollo de sus actividades sin violencia de ningún tipo hasta que se 
supere la condición de riesgo, de acuerdo a lo establecido en los artículos 12 y 
29 de la Ley Orgánica del Derecho al Cuidado Humano? 
 
2. De conformidad con lo previsto en los artículos 13, y 14 numerales 6 y 13 de 
la Ley Orgánica de la Función Legislativa, el Consejo de Administración 
Legislativa como máximo órgano de administración de la Función Legislativa 
¿podría suspender la sustanciación y tratamiento de un juicio político en los 
casos en los que los interpelados justifiquen que han sido diagnosticados con 
una enfermedad catastrófica en etapa terminal cuando han sido desahuciados, 
a fin de garantizar la paz y el buen vivir, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo innumerado primero después del artículo 69 de la Ley Orgánica de 
Salud?” 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes.- 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
1.1. El informe jurídico No. IJ-CGAJ-2023-2025-0048, de 8 de mayo de 2024, 
suscrito por el Coordinador General de Asesoría Jurídica de la Asamblea Nacional, citó 
en lo principal los artículos 11, 35, 43, 44, 45, 82, 83 numerales 1, 5 y 11, 226, 235, 237 
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y 260 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 4 de la 
Convención Interamericana sobre Derechos Humanos2 (en adelante, “Pacto de San José 
de Costa Rica”); 1, 2, 13, 14 numerales 6 y 13 de la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa3 (en adelante, “LOFL”); 1, 2, 3 numeral 2, 12, 14 numeral 1 y 29 de la Ley 
Orgánica del Derecho al Cuidado Humano4 (en adelante, “LODCH”), con fundamento 
en los cuales analizó y concluyó lo siguiente: 

 
“II. ANÁLISIS: 
 
(…) 
 
2.8. Por su parte el Consejo de Administración Legislativa, tal como lo expresa el 
artículo 13 de la LOFL, es el máximo órgano (sic) administración legislativa, de 
allí que entre sus funciones establecidas en el artículo 14 del mismo cuerpo 
normativo, en su numeral 6 otorga a este órgano la potestad de ‘adoptar las 
decisiones administrativas que correspondan a fin de garantizar el idóneo, 
transparente y eficiente funcionamiento de la Asamblea Nacional’. En ejercicio de 
dicha atribución, el CAL ha resuelto en distintas ocasiones la suspensión de los 
plazos en la tramitación de procesos de formación de leyes, como en procesos de 
fiscalización, incluidos procesos de juicios políticos, por lo que este órgano es el 
competente para conocer y resolver sobre cualquier tipo de suspensión respecto de 
procesos de la Asamblea Nacional (Énfasis añadido).  
 
2.9. De igual forma, el numeral 13 del artículo 14, otorga como atribución de este 
órgano ‘Verificar los requisitos y admitir a trámite la solicitud de enjuiciamiento 
político de la Presidenta o el Presidente, o de la Vicepresidenta o el Vicepresidente 
de la República y de las y los servidores públicos determinados en la Constitución 
de la República’, es decir, la aprobación inicial que da paso a la tramitación y 
sustanciación de un juicio político le corresponde a este órgano, previo a que la 
Comisión Especializada permanente de Fiscalización y Control Político, avoque 
conocimiento y califique la solicitud de juicio político conforme manda el artículo 
81 de la ley ibídem, por lo que, al ser el Consejo de Administración Legislativa el 
órgano que da origen al inicio del proceso de sustanciación y tramitación de un 
juicio político, correspondería a este mismo órgano conocer y resolver sobre su 
suspensión, en los caso excepcionales motivo de esta consulta (Énfasis añadido). 
 
(…) 

 
IV.- CRITERIO INSTITUCIONAL: 
 
4.1. A efectos de la presente consulta, sobre la primera pregunta el criterio 
institucional, es que, el Consejo de Administración Legislativa de la Asamblea 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 Pacto de San José de Costa Rica, publicado en el Registro Oficial No. 801 de 6 de agosto de 1984. 
3 LOFL, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 642 de 27 de julio de 2009.  
4 LODCH, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 309 de 12 de mayo de 2023. 
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Nacional podría conocer y resolver sobre la suspensión de la sustanciación y 
tratamiento de un juicio político cuando la interpelada se encuentre en estado de 
gestación y sea diagnosticada con riesgo en el embazo (sic), siempre y cuando, 
haya justificado dicha condición con los respectivos certificados médicos emitidos 
por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social - IESS, o un médico privado 
debidamente convalidado por este Instituto y hasta que la interpelada haya 
superado dicha condición de riesgo, de conformidad con los artículos 13, y 14 
numera1es 6 y 13 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, con el fin de 
precautelar derechos fundamentales de la mujer y del no nato, que se encuentran en 
una situación de doble vulnerabilidad de conformidad con los artículos 12 y 29 de 
la Ley Orgánica del Derecho al Cuidado Humano (Énfasis añadido). 

 
4.2. A efectos de la presente consulta, sobre la segunda pregunta el criterio 
institucional, es que, el Consejo de Administración Legislativa de la Asamblea 
Nacional podría conocer y resolver sobre la suspensión de la sustanciación y 
tratamiento de un juicio político cuando el interpelado se encuentre diagnosticado 
con una enfermedad catastrófica y se encuentre desahuciado, siempre y cuando, 
haya justificado dicha condición con los respectivos certificados médicos emitidos 
por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social - IESS, o un médico privado 
debidamente convalidado por este Instituto de conformidad con los artículos 13, y 
14 numerales 6 y 13 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, con el fin de 
precautelar los derechos humanos del paciente, que se encuentran (sic) en una 
situación de doble vulnerabilidad de conformidad con el innumerado primero 
después dcl artículo 69 de la Ley Orgánica de Salud” (Énfasis añadido). 

 
2. Análisis.- 
 
Para facilitar el estudio de la materia sobre la que tratan las consultas, el análisis se 
referirá a los siguientes puntos: i) La Asamblea Nacional como parte del sector público, 
competencias del CAL como máximo órgano de administración legislativa en los 
procesos de juicios políticos, el procedimiento del juicio político que regula la LOFL y 
la garantía constitucional del debido proceso; ii) Obligación de garantizar la salud 
integral y la vida de las mujeres durante el embarazo y el interés superior del niño; y, 
iii) Obligación de garantizar la protección de personas que adolezcan de enfermedades 
catastróficas. 
 
2.1. La Asamblea Nacional como parte del sector público, competencias del CAL 
como máximo órgano de administración legislativa en los procesos de juicios 
políticos, el procedimiento del juicio político que regula la LOFL y la garantía 
constitucional del debido proceso.- 
 
El numeral 1 del artículo 225 de la CRE incluye dentro del sector público, entre otros, a 
“Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial, 
Electoral y de Transparencia y Control Social” (Énfasis añadido). 
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De conformidad con lo previsto en el artículo 122 de la CRE, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 13 de la LOFL, el Consejo de Administración Legislativa (en 
adelante, “CAL”), es el máximo órgano de administración legislativa, integrado por el 
Presidente de la Asamblea Nacional, quien lo presidirá, dos vicepresidentes y cuatro 
vocales.  
 
Por su parte, el artículo 126 de la CRE determina que, para el cumplimiento de sus 
labores, la Asamblea Nacional “se regirá por la ley correspondiente y su reglamento 
interno” (énfasis añadido). En este orden de ideas, los numerales 6 y 13 del artículo 14 
de la LOFL, materia de sus consultas, incluyen dentro de las funciones y atribuciones 
del CAL las siguientes: 
 

“6. Adoptar las decisiones administrativas que correspondan a fin de garantizar 
el idóneo, transparente y eficiente funcionamiento de la Asamblea Nacional; 

 
13. Verificar los requisitos y admitir a trámite la solicitud de enjuiciamiento 
político de la Presidenta o el Presidente, o de la Vicepresidenta o el 
Vicepresidente de la República y de las y los servidores públicos determinados 
en la Constitución de la República” (Énfasis añadido). 

 
Por otra parte, el artículo 78 de la LOFL prevé que la Asamblea Nacional puede someter 
a enjuiciamiento político a los funcionarios detallados en el artículo 131 de la CRE, 
mientras éstos se encuentren en el ejercicio de su cargo y hasta un año luego de su 
culminación, por el incumplimiento de las funciones asignadas y determinadas por la 
constitución y la ley. 
 
El procedimiento del juicio político está contenido en el artículo 80 de la LOFL, mismo 
que detalla las competencias de quien preside la Asamblea Nacional, CAL, Comisión 
Especializada Permanente de Fiscalización y Control Político y Pleno de la Asamblea 
Nacional, órganos que deberán respetar el debido proceso y las demás garantías y 
derechos constitucionales de las autoridades sujetas a enjuiciamiento político.   
 
En este sentido, la Corte Constitucional en sentencia Nro. 2137-21-EP /21, dentro del 
caso 2137-21-EP, ha manifestado – dentro de procesos de control político de Gobiernos 
Autónomos Descentralizados – lo siguiente:  
 

“138. Ahora bien, aun cuando han quedado establecidas las sustanciales 
diferencias entre los procesos judiciales y políticos, aquello no implica que 
estos últimos no estén sometidos a la Constitución. En esa línea, y teniendo en 
cuenta los argumentos vertidos en este caso, cabe destacar que el debido 
proceso constituye un derecho que garantiza que las partes dentro de cualquier 
proceso, en el que se determinen derechos y obligaciones en igualdad de 
condiciones, puedan exponer sus posiciones, presentar sus argumentos o las 
pruebas que respalden sus pretensiones, y ser escuchadas. Esta Corte ha 
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determinado que ´la posibilidad de defenderse ha sido definida como el 
derecho que tiene todo aquel cuyos derechos e intereses sean objeto de 
discusión dentro de un procedimiento, ya sea judicial, administrativo o de 
cualquier índole, para acceder al sistema procesal y hacer valer sus derechos 
respecto de este; en aquel sentido supone iguales condiciones y oportunidades 
de las partes involucradas en el proceso para ser debidamente escuchadas´.  
 
139. Por lo que, dentro de procesos de control político, también se requiere de 
garantías básicas, pertinentes y adecuadas de defensa que permitan la 
igualdad de armas y garanticen el desarrollo apropiado del procedimiento, 
previo a la decisión del órgano que ejerce el control político. No obstante, esto 
no significa automáticamente que todas las garantías previstas en el artículo 76 
de la Constitución deban ser aplicables en la misma medida o asimilables 
directamente en un proceso de control político, pues por la naturaleza propia de 
estos no se puede manejar un estándar igual ni rígido al que se maneja en un 
proceso jurisdiccional.  
 
140. Además, dado que estos inciden en la continuidad y permanencia en el 
cargo de una autoridad que, incluso, fue elegida por el voto popular para un 
periodo determinado y que, en principio, puede tener repercusiones en el 
derecho de los electores de elegir a sus representantes y en la representación 
democrática por ellos entregada a la autoridad elegida, con más razón debe 
garantizar elementos básicos del debido proceso constitucional para 
garantizar la transparencia y la legitimidad del proceso.” (el énfasis me 
corresponde) 

 
Asimismo, el Dictamen Nro. 1-23-DJ/23, dentro del caso 1-23-DJ, además de citar el 
texto de la sentencia antes referido, señala sobre el debido proceso que: 
 

“31.2. El derecho al debido proceso del presidente de la República. El artículo 
76 de la Constitución reconoce el derecho al debido proceso en ´todo proceso 
en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden´. La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (“Corte IDH”) afirmó que ´es exigible a 
cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, cuyas 
decisiones puedan afectar los derechos de las personas, que adopte dichas 
decisiones con pleno respeto de las garantías del debido proceso legal´17; por 
tanto, ´son aplicables en la sustanciación de un juicio político las garantías del 
debido proceso que establece la Convención Americana´” (el énfasis me 
pertenece) 

 
Como parte del análisis del debido proceso, es necesario señalar que el Juicio Político, 
por su propia esencia, puede conllevar eventos o situaciones especialmente aflictivas 
con repercusiones distintas para cada persona según su condición de vulnerabilidad. Las 
garantías básicas del debido proceso incluyen que las personas se puedan defender en la 
plenitud de condiciones posibles y que exista igualdad de armas. Es factible suponer 
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que una mujer que enfrenta un embarazo de alto riesgo o una persona con enfermedad 
catastrófica que atraviesa una crisis o una situación de extrema gravedad que lo 
imposibilita, no van a estar en igualdad de condiciones que sus acusadores, pues a más 
de las posibles limitaciones o dificultades físicas inherentes a sus condiciones médicas, 
su preocupación seguramente va a estar, al menos también dirigida a su propia 
condición de salud y en el caso de las mujeres con embarazo de alto riesgo a la salud y 
bienestar del nasciturus. En consecuencia, es lógico colegir que no van a poder ejercer 
plenamente el derecho a la defensa, en la forma, tiempos y con los medios adecuados. 
Los acusadores, por su parte, ni siquiera en el evento que se viera afectada 
coyunturalmente su salud se encontrarían en el mismo plano, pues pueden excusarse por 
condición médica, pedir vacaciones o licencia o solicitar que se convoque a su suplente.  
  
Por otra parte, en el ejercicio de las atribuciones antes mencionadas, el CAL (durante el 
proceso de verificación de requisitos o en cualquier momento antes de que la Comisión 
Especializada Permanente de Fiscalización y Control Político avoque conocimiento y 
califique el juicio político), y la comisión antes mencionada (una vez que ha avocado 
conocimiento y calificado tal juicio), están facultados para, en ciertas circunstancias, 
suspender el inicio o continuación de los procedimientos de juicio político. 
 
Tanto es así, que históricamente ha ocurrido eso en varias ocasiones. Así, la Comisión 
Especializada Permanente de Fiscalización y Control Político, en la sesión Nro. 2021-
2023-92, de 07 de mayo de 2022, por unanimidad resolvió suspender el tratamiento del 
juicio político de los vocales del Consejo Nacional Electoral, en los siguientes términos:  
 

“Solicitar al Procurador General del Estado por intermedio de la Presidencia de 
la Asamblea Nacional una absolución de consulta jurídica sobre la aplicación 
del artículo 19 de la Ley Orgánica Electoral de Organizaciones Políticas de la 
República del Ecuador, Código de la Democracia; y, suspender el tratamiento 
del proceso hasta que el Procurador emita su pronunciamiento de carácter 
vinculante” (el énfasis me corresponde).  

 
La suspensión antes mencionada fue ratificada en la sesión Nro. 2021-2023-099, de 12 
de julio del 2022, en la cual se señaló: 
 

“1.- Acoger la absolución jurídica emitida por el señor Procurador General de 
Estado Doctor Iñigo Salvador según lo su pronunciamiento “(¼) de 
conformidad con el artículo 19 de la Ley Orgánica Electoral y de 
Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la 
Democracia, la Asamblea Nacional no puede someter a juicio político a los 
miembros del Consejo Nacional Electoral una vez que se encuentre en curso un 
proceso electoral, hasta que se produzca la proclamación de resultados, según 
el tenor de esa norma (¼).” por tanto se suspende la sustanciación del proceso 
de solicitud de juicio político remitido a la Comisión Especializada 
Permanente de Fiscalización y Control Político mediante oficio Nro. AN-SG-
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2021-3952-M de 26 de noviembre del 2021, que contiene resolución CAL-
2021-2023-208. (el énfasis me corresponde)” 

 
Así mismo, en el mes de diciembre de 2023, la Comisión de referencia volvió a 
suspender temporalmente el proceso en contra de los miembros del Consejo Nacional 
Electoral por los motivos mencionados en líneas anteriores. 
 
De lo manifestado se desprende que:  
i) la Asamblea Nacional forma parte del sector público y se rige por la LOFL;  
ii) el CAL es el máximo órgano de administración legislativa;  
iii) entre las funciones y atribuciones del CAL consta el verificar los requisitos y 

admitir a trámite las solicitudes de enjuiciamiento político; 
iv) tanto el CAL – hasta antes de que la Comisión Especializada Permanente de 

Fiscalización y Control Político avoque conocimiento y califique el juicio 
político – como la Comisión, una vez que hubiera avocado conocimiento de tal 
juicio, pueden suspender el juicio político; y,  

v) durante el juicio político se deben respetar las garantías y derechos 
constitucionales, entre esas, las garantías básicas del debido proceso.  

 
2.2. Obligación de garantizar la salud integral y la vida de las mujeres durante el 
embarazo y el interés superior del niño.- 
 
El artículo 35 de la CRE contempla que los niños y mujeres embarazadas, entre otras, 
“recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado”. 
Asimismo, el artículo 43 numeral 3 de la CRE establece que el Estado ecuatoriano 
garantizará a las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia el derecho a “La 
protección prioritaria y cuidado de su salud integral y de su vida durante el embarazo, 
parto y posparto” (el énfasis me corresponde). En este contexto, el artículo 1 de la 
LODCH establece que dicha ley “tiene por objeto tutelar, proteger y regular el derecho 
al cuidado de personas trabajadoras (…) a fin de garantizar su ejercicio pleno”, en 
cumplimiento a la CRE y los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos en la 
materia (énfasis añadido). 
 
La CRE determina que la salud, además de ser un derecho constitucional (artículo 32), 
es uno de los deberes primordiales del Estado (artículo 3.1.) que debe ser garantizado a 
través de políticas, programas y por el sistema nacional de salud, los que deben regirse 
por los principios de equidad, universalidad, solidaridad, interculturalidad, calidad, 
eficiencia, eficacia, precaución y bioética, con enfoque de género y generacional 
(artículo 358).  
 
Respecto de instrumentos internacionales, el Comité de los Derechos del Niño, en la 
Observación general Nº 15 (2013) sobre el derecho del niño al disfrute del más alto 
nivel posible de salud, prevé en el artículo 24, párrafo 2 d): "Asegurar atención 
sanitaria prenatal y posnatal apropiada a las madres" y señala respecto de la salud de 
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la mujer embarazada y el niño: “51. El Comité observa que la mortalidad y morbilidad 
prevenibles asociadas con la maternidad constituyen graves violaciones de los 
derechos humanos de las mujeres y las niñas y amenazan gravemente su propio 
derecho a la salud y el de sus hijos. El embarazo y el parto son procesos naturales que 
conllevan riesgos para la salud consabidos susceptibles de prevención y respuesta 
terapéutica si se identifican en fases tempranas. Durante el embarazo, el parto y los 
períodos prenatal y posnatal pueden surgir situaciones de riesgo que repercutan a 
corto y a largo plazo en la salud y el bienestar de la madre y el niño.” (el énfasis me 
corresponde).  
 
Por otra parte, la Corte Constitucional mediante Sentencia No. 3-19-JP/20 y 
acumulados5, al desarrollar el contenido de derechos, establece parámetros y directrices 
generales a tomar en cuenta en cuanto al adecuado ejercicio y garantía de los derechos 
de las mujeres embarazadas y en período de lactancia.  
 

“Las obligaciones generales 

134. El Estado tiene la obligación de proteger a las mujeres embarazadas, en 
maternidad o en periodo de lactancia en el contexto laboral, de acuerdo con 
varias normas constitucionales, entre ellas está la prohibición de discriminación 
por embarazo en el ámbito laboral (artículo 43.1), el garantizar igual 
remuneración a trabajo de igual valor, promover ambientes adecuados de 
trabajo que garanticen su salud, integridad, seguridad, higiene y bienestar 
(artículo 326), garantizar un salario digno que cubra las necesidades básicas de 
la trabajadora y las de su familia (artículo 328), garantizar la remuneración 
equitativa, a la adopción de medidas necesarias para eliminar las 
desigualdades, la prohibición de discriminación, acoso o violencia (artículo 
331) y la prohibición del despido asociado a su condición de embarazo y 
maternidad o discriminación vinculada con roles reproductivos (artículo 332)” 
(énfasis añadido). 

 
Adicionalmente, sobre la pertenencia de las mujeres embarazadas a un grupo de 
atención prioritaria, la Corte Constitucional en sentencia Nro. 904-12-JP/19 manifestó:  
 

“34. El caso que revisa la Corte tiene que ver con una mujer embarazada de 27 
años, que se encuentra en el rango de mayor mortalidad materno infantil 
(47.6%, 20 y 29 años), y en el grupo de mayor mortalidad obstétrica al tratarse 
de su cuarto embarazo (45,26%. multigesta), Pese a ello, en la copia de su 
historia clínica que consta en el expediente, no existe información alguna que 
demuestre que a su ingreso o durante la labor de parto se haya procedido a 
determinar sus factores de riesgo y tomar las precauciones necesarias para 
brindarle una atención adecuada, ajustada a su realidad. En consecuencia, no se 

                                       
5 Sentencia No. 3-19-JP/20 y acumulados, publicada en la Edición Constitucional No. 103, de 24 de noviembre de 2020.  
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le prestó la atención médica personalizada debida, ni se actuó con la cautela y 
precaución necesaria, dejándola desprotegida yen riesgo. Las mujeres 
embarazadas pertenecen a un grupo de atención prioritaria que merece una 
protección personalizada, prioritaria y especializada por parte del Estado para 
atender sus necesidades específicas. (…)  
 
40. La atención prioritaria significa que entre varias personas o grupos humanos 
que requieren prestación de servicios, tienen precedencia, entre otros, las 
mujeres embarazadas y las personas recién nacidas. Estando en situación de 
requerir el servicio, el prestador, sea público o privado, debe dar antelación a los 
miembros del grupo prioritario. La prioridad también se puede entender que, 
entre las condiciones que se necesitan para ofrecer el servicio, se debe atender a 
la situación que genera la preferencia, que puede ser la edad o el embarazo.” 
(énfasis añadido). 

 
Sobre el ámbito de la LODCH, su artículo 2 determina que dicha ley “tiene aplicación 
nacional para todos los empleadores, del sector público y privado, las personas 
trabajadoras y servidores públicos” (Énfasis añadido). 
 
Al efecto, el artículo 12 de la LODCH, materia de su primera consulta, prevé que el 
Estado garantizará a las personas con capacidad de gestación, en período de embarazo, 
parto, puerperio, lactancia y cuidado humano en el ámbito laboral, “los derechos 
señalados en la Constitución de la República y los Instrumentos Internacionales de 
Derechos Humanos en la materia”, mediante la estabilidad reforzada, la prohibición del 
despido, el goce de permisos y licencias remuneradas y no remuneradas, políticas 
públicas, “entre otros” (Énfasis añadido). 
 
El inciso segundo del artículo 29 de la LODCH, también materia de la primera consulta, 
dispone que durante la protección especial de las mujeres o personas con capacidad de 
gestación en el ámbito laboral, se les garantizará la estabilidad reforzada en el ámbito 
laboral, la misma remuneración a la percibida antes del embarazo o una mejor, el 
respeto a la licencia de maternidad y de lactancia, “un ambiente laboral adecuado, 
acorde a sus necesidades específicas que permitan el desarrollo de sus actividades sin 
violencia ni discriminación de ningún tipo”, así como el pago de indemnizaciones 
agravadas como establecen las leyes pertinentes (énfasis añadido).  
 
En este sentido, el Manual de Evaluación del Riesgo Obstétrico en el Control Prenatal6 
define en el glosario de términos lo que es un embarazo de alto riesgo en el siguiente 
sentido: “es en el aquel que se tiene la certeza o existe mayor probabilidad de presentar 
estados patológicos o condiciones anormales concomitantes, con la gestación y el 
parto, que aumentan los peligros para la salud de la madre y el producto, o bien, 

                                       
6 Ministerio de Salud Pública, Acuerdo Ministerial No. 00091 – 2019, publicado en el Registro Oficial 115, de 7 de enero de 2020. 
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cuando la madre proviene de condiciones socioeconómicas precarias.” (énfasis 
añadido).  
 
Concordante con lo anterior, sobre el derecho a la salud, la Corte Constitucional en 
sentencia Nro. 878-20-JP/247 ha determinado que;  
 

“40. El derecho a la salud es un derecho humano que no se limita a la ausencia 
de afecciones o enfermedades, sino que también consiste en garantizar un estado 
de bienestar físico, psicológico y social, por lo que se lo considera indispensable 
para el ejercicio de los demás derechos humanos. La Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha precisado que la obligación general respecto del derecho 
a la salud se traduce en el deber estatal de asegurar el acceso de las personas a 
servicios esenciales de salud garantizando una prestación médica eficaz y de 
calidad, así como de impulsar el mejoramiento de las condiciones de salud de la 
población. 
 
41. El derecho a la salud será entendido como el derecho al disfrute de toda una 
gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarias, así como un 
derecho inclusivo que abarca la atención en salud apropiada y oportuna de todas 
las personas para alcanzar el más alto nivel posible de salud. Este derecho cobra 
particular relevancia respecto de las mujeres embarazadas por su conexión 
imprescindible con los derechos a la protección prioritaria y cuidado de su 
salud integral y de su vida durante el embarazo, parto y posparto y a disponer de 
las facilidades necesarias para su recuperación después del embarazo y durante 
el periodo de lactancia” (énfasis añadido). 

 
Por otra parte, respecto del interés superior del niño, es necesario mencionar lo que la 
Constitución de la República del Ecuador e Instrumentos Internacionales suscritos por 
el Estado ecuatoriano manifiestan. En el primer orden de ideas, el artículo 44 de la carta 
magna establece que “El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma 
prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el 
ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus 
derechos prevalecerán sobre los de las demás personas” (el énfasis me corresponde). 
En similares términos la Convención Sobre los Derechos del Niño – jerárquicamente al 
mismo nivel que la constitución ecuatoriana –, en su artículo 3, contempla que “En 
todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés 
superior del niño” (el énfasis me corresponde). Adicionalmente, la misma norma 
suprema señala en su artículo 45 que “Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los 
derechos comunes del ser humano, además de los específicos de su edad. El Estado 

                                       
7 Corte Constitucional, Sentencia 878-20-JP/24, dictada el 11 de enero de 2024. 
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reconocerá y garantizará la vida, incluido el cuidado y protección desde la 
concepción.” (énfasis añadido). 
 
Ahora bien, en rango legal se encuentra el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia 
que lo define en su artículo 11 en los siguientes términos “El interés superior del niño 
es un principio que está orientado a satisfacer el ejercicio efectivo del conjunto de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes; e impone a todas las autoridades 
administrativas y judiciales y a las instituciones públicas y privadas, el deber de 
ajustar sus decisiones y acciones para su cumplimiento” (el énfasis me corresponde).  
 
En concordancia con lo anterior, es necesario tener en consideración el alcance de 
aplicación de las normas contenidas en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, 
el cual se encuentra en el artículo 2 y señala que: “Las normas del presente Código son 
aplicables a todo ser humano, desde su concepción hasta que cumpla dieciocho años 
de edad. Por excepción, protege a personas que han cumplido dicha edad, en los casos 
expresamente contemplados en este Código” (énfasis añadido). En este sentido, 
adicionalmente, el artículo 20 del mismo cuerpo legal establece que “Los niños, niñas y 
adolescentes tienen derecho a la vida desde su concepción. Es obligación del Estado, 
la sociedad y la familia asegurar por todos los medios a su alcance, su supervivencia 
y desarrollo” (el énfasis me corresponde).   
 
Por otra parte, la Corte Constitucional del Ecuador, en sentencia Nro. 239-17-EP/22, 
dentro del caso 239-17-EP, se ha pronunciado – sobre el interés superior del niño – en 
los siguientes términos:  

 
“56. La Corte Constitucional ha enfatizado que los niños, niñas y adolescentes 
son destinatarios de una especial protección constitucional y que “gozan de los 
derechos comunes del ser humano y son titulares de derechos específicos 
derivados de su condición”. A criterio de este Organismo, el interés superior 
del niño es un principio orientado a garantizar el ejercicio efectivo de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, que impone la obligación a las 
autoridades judiciales y administrativas, y a las instituciones públicas o 
privadas de ajustar sus decisiones y acciones a este principio. Así, en todas las 
decisiones adoptadas por la administración de justicia que involucren a niños, 
niñas y adolescentes, el interés superior del niño deberá ser una consideración 
primordial.  
 
57. El Comité de los Derechos del Niño ha interpretado que el interés superior 
del niño abarca “tres dimensiones” que han sido acogidas por este Organismo, 
a saber: a) Como derecho sustantivo, el niño tiene derecho a que su interés 
superior sea una consideración primordial que se evalúe y se tenga en cuenta 
al sopesar distintos intereses para tomar una decisión sobre una cuestión 
debatida, y la garantía de que ese derecho se pondrá en práctica siempre que 
se tenga que adoptar una decisión que afecte a un niño. b) Como principio 
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jurídico interpretativo fundamental, si una disposición jurídica admite más de 
una interpretación, se elegirá la interpretación que satisfaga de manera más 
efectiva el interés superior del niño. c) Como norma de procedimiento, siempre 
que se tenga que tomar una decisión que afecte a un niño, el proceso deberá 
incluir una estimación de las posibles repercusiones (positivas o negativas) 
que puede tener para el niño o los niños interesados. La evaluación y 
determinación del interés superior del niño requiere garantías procesales.” 

 
El embarazo de alto riesgo implica una situación de especial gravedad pues coloca en 
una condición de vulnerabilidad a los sujetos involucrados, es decir, tanto a la madre 
como al hijo.  
 
De lo expuesto se observa que:  

i) el Estado tiene la obligación de proteger a las mujeres embarazadas, en 
maternidad o en periodo de lactancia, garantizando la protección de su salud 
integral en varios contextos, incluido el laboral;  

ii) el Estado debe garantizar a las personas con capacidad de gestación, en período 
de embarazo, parto, puerperio, lactancia y cuidado humano en el ámbito laboral, 
los derechos señalados en la CRE y los Instrumentos Internacionales de 
Derechos Humanos en la materia, a fin de generar un ambiente laboral adecuado 
que permita el desarrollo de sus actividades sin violencia ni discriminación de 
ningún tipo;  

iii) el derecho a la salud implica que se debe de garantizar el bienestar físico, 
psicológico y social, por cuanto es indispensable para el ejercicio de los demás 
derechos humanos; 

iv) el interés superior del niño es un principio orientado a satisfacer el ejercicio 
efectivo del conjunto de los derechos de los niños – entendiendo que lo protege 
desde el momento de su concepción –; e impone a todas las autoridades 
administrativas y judiciales y a las instituciones públicas, el deber de ajustar sus 
decisiones y acciones para su cumplimiento; y,  

v) el interés superior del niño abarca tres dimensiones:  

a. En calidad de derecho sustantivo, el niño ostenta el derecho a que su 
interés superior sea considerado de manera primordial. Este derecho debe 
ser evaluado y tenido en cuenta al ponderar diversos intereses para la 
adopción de una decisión respecto a una cuestión debatida, garantizando 
así su implementación en toda circunstancia en la que se deba tomar una 
decisión que afecte a un niño; 

b. En calidad de principio jurídico interpretativo fundamental, cuando una 
disposición jurídica permita más de una interpretación, se deberá optar 
por aquella que satisfaga de manera más efectiva el interés superior del 
niño;  

c. En calidad de norma procedimental, siempre que deba adoptarse una 
decisión que afecte a un niño, el procedimiento deberá incluir una 
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evaluación exhaustiva de las posibles repercusiones, tanto positivas 
como negativas, que dicha decisión pudiera tener para el niño o los niños 
involucrados. 

 
2.3. Obligación de garantizar la protección de personas que adolezcan de 
enfermedades catastróficas.-  
 
De acuerdo con el artículo 35 de la CRE quienes adolezcan de enfermedades 
catastróficas o de alta complejidad, entre otras, “recibirán atención prioritaria y 
especializada en los ámbitos público y privado”, agregando que: “El Estado prestará 
especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad” (énfasis 
añadido). 
 
De otra parte, el artículo agregado a continuación del artículo 69 de la Ley Orgánica de 
Salud8 (en adelante, “LOS”), materia de su segunda consulta, establece que:  
 

“El Estado ecuatoriano reconocerá de interés nacional a las enfermedades 
catastróficas y raras o huérfanas; y, a través de la autoridad sanitaria nacional, 
implementará las acciones necesarias para la atención en salud de las y los 
enfermos que las padezcan, con el fin de mejorar su calidad y expectativa de 
vida, bajo los principios de disponibilidad, accesibilidad, calidad y calidez; y, 
estándares de calidad, en la promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, 
rehabilitación, habilitación y curación.  
 
Las personas que sufran estas enfermedades serán consideradas en condiciones 
de doble vulnerabilidad” (énfasis añadido). 

 
De lo transcrito se desprende que:  
 

i) quienes adolecen de enfermedades catastróficas o de alta complejidad deben 
recibir atención prioritaria en los ámbitos público y privado;  

ii) el Estado reconoce de interés nacional a las enfermedades catastróficas y raras o 
huérfanas;  

iii) las personas que sufren enfermedades catastróficas y raras o huérfanas son 
consideradas en condiciones de doble vulnerabilidad; y,  

iv) corresponde al Estado prestar especial protección a las personas en condición de 
doble vulnerabilidad.  

 
3. Pronunciamiento.-  
 
En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de conformidad con 
los artículos 13, 14 numeral 13, 78 y siguientes de la Ley Orgánica de la Función 

                                       
8 LOS, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 423 de 22 de diciembre de 2006. 
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Legislativa, tanto el Consejo de Administración Legislativa de la Asamblea Nacional 
(hasta antes de que la Comisión Especializada Permanente de Fiscalización y Control 
Político avoque conocimiento y califique el juicio político), como la Comisión 
Especializada Permanente de Fiscalización y Control Político – como cuerpo colegiado 
sustanciador del proceso, una vez que hubiera avocado conocimiento y calificado el 
juicio – pueden, en aquellos casos debidamente justificados en los cuales una autoridad 
interpelada se encuentre en estado de gestación y sea diagnosticada con alto riesgo en el 
embarazo, suspender la sustanciación y tratamiento del respectivo juicio político a fin 
de garantizar sus derechos, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 12 y 29 de la 
Ley Orgánica del Derecho al Cuidado Humano, para así tutelar la protección prioritaria 
a la salud integral de la madre y precautelar el interés superior del niño contenido en el 
artículo 11 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia y, además, salvaguardar el 
derecho al debido proceso contemplado en el artículo 80 de la Ley Orgánica de la 
Función Legislativa. 
 
Respecto de la segunda consulta se manifiesta que, asimismo, cuando una persona sea 
diagnosticada con una enfermedad catastrófica y se encuentre desahuciada, el Consejo 
de Administración Legislativa o la Comisión Especializada Permanente de Fiscalización 
y Control Político podrían suspender la sustanciación y tratamiento del respectivo juicio 
político para así garantizar los derechos de la persona sujeta del enjuiciamiento, de 
conformidad con el artículo innumerado a continuación del artículo 69 de la Ley 
Orgánica de Salud, en consideración con su situación de vulnerabilidad acreditada. 
 
Es necesario aclarar que las suspensiones antes mencionadas deben durar hasta que las 
situaciones que las motiven puedan ser superadas, tanto para mujeres con embarazo de 
alto riesgo, como para personas con enfermedades catastróficas que se encuentren en 
etapa terminal y que atraviesen crisis específicas de extrema gravedad, que generen 
imposibilidad (sin perjuicio de que se mantenga el cuadro general de la enfermedad 
catastrófica), caso contrario se convertirían en sujetos exentos de responsabilidad 
política.  
 
El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Oficio No. 06914 
 
 
Quito, D.M., 22 de mayo de 2024 
 
 
Magíster 
Yula Yaqueline Asinc Lucero  
GERENTE 
AUTORIDAD PORTUARIA DE GUAYAQUIL 
Presente. - 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. APG-APG-2024-0115-O, de 6 de mayo de 2024, ingresado en el correo 
institucional único de la Procuraduría General del Estado al día siguiente, se formuló la 
siguiente consulta: 
 

 “El artículo 5 de la Ley de la Autoridad Portuaria de Guayaquil, en su parte 
pertinente señala que la APG puede ‘efectuar todos los actos jurídicos que fueren 
necesarios o convenientes para los fines de su Institución’. ¿Debe entenderse el 
alcance de este artículo en armonía con el artículo 67 del Código Orgánico 
Administrativo, facultando a la APG para celebrar cualquier acto jurídico, 
siempre que tenga como límite lo necesario para el cumplimiento de sus 
funciones? ¿O, debe entenderse la facultad para celebrar los actos establecidos 
en el artículo 5 de la Ley de la Autoridad Portuaria de Guayaquil limitada a las 
reglas de los artículos 74, 75, 76 y 77 del Código Orgánico Administrativo?”. 
 

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 
 
1.  Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
1. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender su consulta, mediante 

oficio No. 06707, de 8 de mayo de 2024, la Procuraduría General del Estado solicitó al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas (en adelante, “MTOP”) que remita su criterio 
jurídico institucional con relación a la materia objeto de la consulta. 
 

2. El requerimiento de esta Procuraduría fue atendido por el Ministro de Transporte y Obras 
Públicas mediante oficio No. MTOP-MTOP-24-285-OF, de 9 de mayo de 2024, 
ingresado en el correo institucional único de este organismo el mismo día. A dicho oficio 
se acompañó el del criterio jurídico institucional contenido en memorando No. MTOP-
CGJ-2024-264-ME, de 8 de mayo de 2024, suscrito por el Coordinador General de 
Asesoría Jurídica del MTOP. 

3. El criterio jurídico de la entidad consultante contenido en el memorando No. APG-GAJ-
2024-0143-M, de 6 de mayo de 2024, suscrito por la Directora de Gestión de Asesoría 
Jurídica, encargada, de la Autoridad Portuaria de Guayaquil (en adelante “APG”), citó 
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los artículos 314 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 
2, 5, 21 letra b) de la Ley de Autoridad Portuaria de Guayaquil2 (en adelante, “LAPG”); 
67, 74, 75, 76 y 77 del Código Orgánico Administrativo3 (en adelante, “COA”); y, 3 de 
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional4 (en adelante, 
“LOGJCC”), con base de los cuales efectuó el siguiente análisis y concluyó: 

 
“3. Informe respecto a la norma consultada  
 
El artículo 5 de la Ley de la Autoridad Portuaria de Guayaquil, materia de esta 
consulta, en su parte pertinente señala que la APG puede ‘efectuar todos los actos 
jurídicos que fueren necesarios o convenientes para los fines de su Institución’. 
 
Respecto a sus fines, el artículo 2 de la misma Ley, señala que ‘son el planeamiento, 
la financiación, la ejecución, las operaciones, los servicios y las facilidades, tanto 
en el actual Puerto de Guayaquil, como en el Puerto Nuevo y de todas las obras 
portuarias que se construyeren dentro de su jurisdicción’. 
 
En conexidad con los artículos 2 y 5 referidos, el artículo 21 literal b) de la misma 
Ley, faculta al Gerente General para ‘ejecutar los Acuerdos y Resoluciones del 
Directorio, celebrando todos los actos, contratos u operaciones que sean 
aprobados por el mismo y necesarios o convenientes para el cumplimiento de los 
fines de la Autoridad Portuaria’. 
 
Sobre el alcance de las competencias, el primer inciso del artículo 67 del Código 
Orgánico Administrativo dispone que el ejercicio de las competencias asignadas a 
los órganos o entidades administrativas incluye, no solo expresamente lo definido 
en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones. 
 
De igual manera, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional determina que, en caso de duda, las normas se interpretarán 
en el sentido que más favorezca a la plena vigencia de los derechos reconocidos en 
la Constitución. 
 
(…) 
 
Como se puede apreciar, estas normas señalan los requisitos, condiciones y 
procesos para delegar a sujetos de derecho privado, la gestión de los sectores 
estratégicos y la provisión de los servicios públicos, sin perjuicio de las normas 
previstas en la ley respectiva del sector. Esto implica que toda nueva delegación de 

                                                           

1CRE,, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008; última reforma publicada en el Tercer Suplemento del 
Registro Oficial No. 377 de 25 de enero de 2021.  
2 LAPG, publicada en el Registro Oficial No. 486 de 12 de abril de 1958; última reforma emitida mediante Decreto Supremo No. 
108, publicada en el Registro Oficial No. 419 de 20 de enero de 1965. 
3 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de 7 de julio de 2017; última reforma publicada en el Segundo 
Suplemento del Registro Oficial No. 496 de 9 de febrero de 2024. 
4 LOGJCC, Publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.52 de 22 de octubre 2009; última reforma publicada en el 
Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 245 de 7 de febrero de 2023. 
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servicios públicos a sujetos de derecho privado debe ceñirse a estos artículos. En 
consecuencia, ese tipo de actos está limitado por los citados artículos. 
 
De esta forma, tomando en cuenta el carácter general y amplio del artículo 67 del 
Código Orgánico Administrativo, y el carácter específico de los artículos 74, 75, 
76 y 77 del mismo Código, el alcance del artículo 5 de la Ley de la Autoridad 
Portuaria de Guayaquil debe ser entendido en el sentido que APG puede celebrar 
todos los actos necesarios para el cumplimiento de sus funciones siempre que no se 
traten de nuevas delegaciones de servicios públicos a sujetos de derecho privado, 
en cuyo caso esos actos estarán limitados a las reglas de los artículos 74, 75, 76 y 
77 del Código Orgánico Administrativo. 
 
En esa línea, en armonía con el artículo 67 del Código Orgánico Administrativo, 
APG puede celebrar cualquier acto jurídico, siempre que sea tendiente para 
cumplir uno de sus fines y funciones, y siempre que no se traten de nuevas 
delegaciones de servicios públicos a sujetos de derecho privado. Caso contrario, la 
celebración de esos actos sí estará limitada por los artículos 74, 75, 76 y 77 del 
Código Orgánico Administrativo. 
 
4. Conclusión 
 
Por lo expuesto, el artículo 5 de la Ley de la Autoridad Portuaria de Guayaquil 
tiene el alcance del artículo 67 del Código Orgánico Administrativo, siempre que 
no se traten de nuevas delegaciones de servicios públicos a sujetos de derechos 
privado, en cuyo caso se deberá aplicar los artículos 74, 75, 76 y 77 del Código 
Orgánico Administrativo. Consecuentemente, APG, en virtud del artículo 5 de la 
Ley de la Autoridad Portuaria de Guayaquil y el artículo 67 del Código Orgánico 
Administrativo, puede ejecutar y celebrar cualquier acto que sea necesario para el 
cumplimiento de sus fines y funciones, con la salvedad de las nuevas delegaciones 
de servicios públicos a sujetos de derechos privado que deberán ceñirse a las 
limitaciones de los artículos 74, 75, 76 y 77 del Código Orgánico Administrativo”. 

 
4. Por su parte, el criterio jurídico del MTOP, además de los fundamentos jurídicos 

señalados por la entidad consultante, citó los artículos 226, 227, 233 de la CRE y 3 del 
COA, con fundamento en los cuales analizó y concluyó lo siguiente: 
 

“III. ANÁLISIS JURÍDICO Y PRONUNCIAMIENTO: 
 
Según la consulta realizada por la Gerente de Autoridad Portuaria de Guayaquil 
(en adelante ‘APG’), existe duda en cuanto a la aplicación del artículo 5 de la Ley 
APG y sobre el alcance de las facultades para celebrar cualquier acto siempre que 
sea necesario para el cumplimiento de sus funciones y fines, y si estas facultades 
para la celebración de cualquier tipo de acto deben ser interpretadas según el 
artículo 67 del Código Orgánico Administrativo, o si están limitadas por los 
artículos 74,75, 76 y 77 del Código Orgánico Administrativo. 
 
En este sentido y de conformidad con la base legal antes expuesta, se entiende que 
el artículo 5 de la Ley APG materia de esta consulta, es claro al indicar que la 
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Gerente puede ‘efectuar todos los actos jurídicos que fueren necesarios o 
convenientes para los fines de su Institución’, esto en concordancia con el artículo 
2 y 21 de la misma ley mencionada. Estos artículos sin lugar a dudas, son 
concordantes con el alcance de las competencias del artículo 67 del Código 
Orgánico Administrativo en cuanto dispone que el ejercicio de las competencias 
asignadas a los órganos o entidades administrativas incluye, no solo expresamente 
lo definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el cumplimiento de 
sus funciones. 
 
Por otro lado, los artículos 74, 75, 76 y 77 del Código Orgánico Administrativo 
señalan la regulación, condiciones y procesos para delegar a sujetos de derecho 
privado, la gestión de los sectores estratégicos y la provisión de los servicios 
públicos, sin embargo en criterio de esta Coordinación de Asesoría Jurídica éstos 
no aplican al caso en consulta, ya que la Gerente de APG puede por Ley realizar 
todos los actos jurídicos en el ejercicio de sus funciones, siempre que no se trate de 
nuevas delegaciones a sujetos de derecho privado. 
 
Por lo expuesto, el artículo 5 de la Ley APG, tiene armonía y su alcance al artículo 
67 de Código Orgánico Administrativo, es decir APG puede celebrar cualquier acto 
jurídico, siempre que sea para cumplir uno de sus fines y funciones, y que no se 
traten de nuevas delegaciones de servicios públicos a sujetos de derecho privado. 
Caso contrario, la celebración de esos actos sí estará limitada por los artículos 74, 
75, 76 y 77 del Código Orgánico Administrativo”.  

 
5. De los criterios jurídicos previamente citados se aprecia que estos coinciden entre sí. Así 

la entidad consultante y el MTOP concuerdan en señalar que la APG, en virtud del 
artículo 5 de la LAPG y el artículo 67 del COA, puede ejecutar y celebrar cualquier acto 
que sean necesario para el cumplimiento de sus fines y funciones, con la salvedad de las 
nuevas delegaciones de servicios públicos a sujetos de derecho privado, las cuales 
deberán ceñirse a las limitaciones dispuestas en los artículos 74, 75, 76 y 77 del COA. 
 

2.- Análisis. – 
 
Para atender su consulta es pertinente considerar que de acuerdo con los artículos 82 y 226 
de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se garantiza a través de la existencia de normas 
previas, claras y públicas, aplicadas por las autoridades competentes; y que, por el principio 
de legalidad que rige el derecho público, las instituciones del Estado, sus organismos, 
dependencias y servidores públicos solo pueden ejercer las competencias y facultades 
atribuidas en el ordenamiento jurídico. 
 
Sobre la prestación de servicios públicos, el artículo 314 de la CRE señala que el Estado será 
responsable de la provisión de los servicios públicos de infraestructuras portuarias, entre otros 
y garantizará que “los servicios públicos y su provisión respondan a los principios de 
obligatoriedad, generalidad, uniformidad, eficiencia, responsabilidad, universalidad, 
accesibilidad, regularidad, continuidad y calidad” (el énfasis me corresponde). 
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La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la excepcionalidad de la delegación de la 
gestión de servicios públicos a la iniciativa privada, según consta de la Sentencia No- 001-
12-SIC-CC5 en la que manifestó: 
 

“(…) 3. Por otra parte, debe interpretarse que el Estado Central, a través de las 
autoridades de control y regulación competentes de la Administración Pública o 
gobierno central, que tengan dicha atribución legal, podrá delegar a empresas 
mixtas, o excepcionalmente a la iniciativa privada o economía popular y solidaria, 
la gestión de los sectores estratégicos y/o la prestación de los servicios públicos, 
en los casos contemplados en la ley de la materia o sector pertinente. 
 
(…) 5. Asimismo, se interpreta en lo atinente a casos de excepción indicados en el 
punto 3 de esta sentencia, esto es para que la iniciativa privada y la economía 
popular y solidaria puedan gestionar sectores estratégicos y/o prestar servicios 
públicos en el ámbito de las disposiciones legales consultadas deberá ceñirse a lo 
establecido en la ley correspondiente y a lo regulado por las autoridades 
competentes de la administración pública o gobierno central que tengan dicha 
atribución legal (…).” (Énfasis añadido) 

 
Dentro del ámbito de los servicios portuarios, el artículo 1 de la LAPG6 dispuso “Créase, con 
domicilio en Guayaquil, la Autoridad Portuaria de Guayaquil, como Entidad Autónoma de 
Derecho Privado con finalidad pública, con personería jurídica, patrimonio y fondos propios 
y plena capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones”; y, el artículo 2 
determina como fines específicos de la entidad “el planeamiento, la financiación, la 
ejecución, las operaciones, los servicios y las facilidades, tanto en el actual Puerto de 
Guayaquil, como en el Puerto Nuevo y de todas las obras portuarias que se construyeren 
dentro de su jurisdicción”. 
 
De su parte, el artículo 5 de la LAPG, materia de su consulta, prescribe: 
 

“Para la mejor consecución de sus fines, la Autoridad Portuaria de Guayaquil 
podrá extender sus obligaciones a otras actividades, de índole complementaria, que 
considerare convenientes para el mejor desarrollo de los servicios portuarios; 
podrá adquirir toda clase de bienes muebles e inmuebles, gravarlos o enajenarlos, 
efectuar construcciones, contraer empréstitos dentro y fuera del País, de acuerdo 
con las disposiciones legales vigentes y, en general, efectuar todos los actos 
jurídicos que fueren necesarios o convenientes para los fines de su Institución”. 
(Énfasis añadido) 

 
Por otra parte, la competencia es la esfera de atribuciones de los organismos y entidades. A 
decir de Roberto Dromi7 “la competencia de los órganos administrativos es el conjunto de 
atribuciones que, en forma expresa o razonablemente implícita, confieren la Constitucional 

                                                           

5 Sentencia publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 629 de 30 de enero de 2012. 
6 Artículo sustituido por el Art. 1 del Decreto Ley de Emergencia No. 1, publicado en el Registro Oficial No. 995 de 17 de 
diciembre de 1959. 
7 Dromi Roberto, Derecho Administrativo, décima edición, Editorial Ciudad Argentina, 2004, Pág. 361. 
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Nacional, la Constitución provincial, los tratados, las leyes y los reglamentos” (énfasis 
añadido).  
 
El Capítulo III de las Sección I del COA, que trata sobre los aspectos generales del ejercicio 
de las competencias, en su artículo 65 define a la competencia como “la medida en la que la 
Constitución y la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón de la 
materia, el territorio, el tiempo y el grado” y sobre el alcance de las competencias atribuidas 
el inciso primero del artículo 67 ibidem prescribe que “El ejercicio de las competencias 
asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo expresamente 
definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus 
funciones” (el énfasis me corresponde). 
 
Respecto del alcance de la competencia, Julio Alberto Comadira8 señala que “una adecuada 
técnica hermenéutica exige atender no sólo el texto expreso de la norma sino, además, sus 
componentes razonablemente implícitos, los cuales, a su vez, pueden resultar de una 
atribución expresa, generadora del poder expresamente implícito, o bien simplemente 
implícita, determinante de la competencia implícita propiamente dicha”. Con lo anterior, es 
pertinente señalar que el contenido del art. 67 del COA es justamente un caso de poder 
expresamente implícito al señalar que el ejercicio de las competencias incluye también “todo 
aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones”.  
 
Adicionalmente, Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández9 precisan que: “Es 
obvio, sin embargo, que este proceso deductivo no legitima por sí mismo ninguna 
interpretación extensiva, y ni siquiera analógica, de la legalidad como atributiva de poderes 
a la Administración; tal interpretación extensiva o la aplicación de la analogía están aquí 
más bien excluidas de principio (…) En ese difícil filo entre una prohibición de extensiones 
analógicas y una exigencia de coherencia legal se mueve la doctrina de los poderes 
inherentes o implícitos, que son, en definitiva, poderes efectivamente atribuidos a la 
Administración por el ordenamiento aunque no por el componente escrito del mismo” 
(énfasis añadido). Y, respecto de las cláusulas generales de apoderamiento, señalan que: “es 
claro que no se trata en absoluto de una atribución de poderes ilimitados (…), porque en 
todos los casos se trata de una acotación de supuestos que no son ellos mismos ilimitados, 
sino simplemente imprecisos en su definición previa (…)” (énfasis añadido).  
 
Es decir, en ejercicio de las facultades implícitas, la entidad administrativa correspondiente 
puede ejecutar las actuaciones que, aun sin estar expresamente precisadas, sean necesarias 
para el cumplimiento de los fines. Ello supone, con todo, el cumplimiento de una serie de 
requisitos que se resumen en la legitimación, es decir: a) que dichas actuaciones puedan 
razonablemente vincularse con el ejercicio general de sus competencias y facultades 
expresamente definidas; b) que sean realmente necesarias o convenientes para que el órgano 
o la entidad consigan sus finalidades; y, c) que estas actuaciones no correspondan al ejercicio 
de competencias o facultades que sí ostentan una regulación específica, pues en tal supuesto, 

                                                           

8 Los Criterios Para Determinar El Alcance De La Competencia De Los Órganos Y Los Entes Del Estado. Publicado en: VVAA: 
“Organización administrativa, función pública y dominio público”. Ediciones RAP, Buenos Aires, 2005, p. 41. 
9 “Curso de Derecho Administrativo”, Civitas Ediciones, Madrid, 2001, Tomo I, p. 449 y 451. 
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nos encontraríamos con facultades implícitas que prevalecen sobre las explícitamente 
reguladas. 
 
En ese sentido, el Parágrafo II de la Sección II del mismo Capitulo III del COA, en sus 
artículos 74, 75, 76 y 77, que se citan en su consulta, se refiere a la “Delegación de Gestión 
Excepcional a Sujetos de Derecho Privado” y que en su orden regulan la excepcionalidad de 
la delegación a sujetos de derecho privado; la calidad de un proyecto de interés público; la 
delegación de gestión por contrato; y, la gestión a sectores estratégicos o servicios públicos. 
En este contexto, es adecuado citar el inciso final del artículo 74 que dispone “A falta de ley 
especial se aplicarán las normas previstas en este parágrafo”. 
 
Es pertinente señalar que el COA es un cuerpo normativo (posterior a la LAPG) para cuya 
aplicación han de considerarse las normas de interpretación legal, entre las que destacan los 
números 1, 5 y 6 del artículo 3 de la LOGJCC, que establecen los métodos y reglas de 
interpretación constitucional y ordinaria, mismos que en su orden señalan: 
 

“1. Reglas de solución de antinomias. - Cuando existan contradicciones entre 
normas jurídicas, se aplicará la competente, la jerárquicamente superior, la 
especial, o la posterior.  
 
(…) 
 
5. Interpretación sistemática. - Las normas jurídicas deberán ser interpretadas a 
partir del contexto general del texto normativo, para lograr entre todas las 
disposiciones la debida coexistencia, correspondencia y armonía. 
  
6. Interpretación teleológica. - Las normas jurídicas se entenderán a partir de los 
fines que persigue el texto normativo”. 

 
En ese marco, es necesario recordar que la LAPG es preconstitucional, lo que implica, por lo 
tanto, que la mencionada ley debe de observarse desde una perspectiva que contemple lo 
previsto por la CRE y las normas especiales que regulan la delegación de gestión de los 
sectores estratégicos y provisión de servicios públicos (como lo es el COA). En función de 
esto, la aplicación de los artículos 74 y siguientes del COA – referentes a la delegación de 
gestión excepcional a sujetos de derecho privado – no puede limitarse exclusivamente a los 
casos en los que se trate de una nueva delegación. Ello no involucra desconocer los 
instrumentos contractuales u otros acuerdos vigentes, pues eso significaría retroactividad, 
pero sí implica que los procesos deben adecuarse al régimen constitucional, y que las 
estipulaciones acordadas entre las partes no pueden contraponerse con el régimen 
constitucional y legal. Por lo tanto, aplicar únicamente el procedimiento establecido en el 
COA a nuevos procesos de delegación podría incluso implicar un fraude a la ley o de elusión 
sistémica del régimen constitucional, pues bastaría para ello renovar o prorrogar continua y 
sucesivamente los contratos de delegación celebrados con anterioridad. 
 
Así, a la luz de los principios interpretativos señalados y en el contexto total de las normas 
del COA que han quedado citadas, se evidencia que la aplicación del artículo 67 del COA no 
se contrapone ni excluye la aplicación de los artículos 74, 75, 76 y 77 del mismo código, 
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puesto que el artículo 67 es una norma de carácter general; mientras que los artículos 74 y 
siguientes, regulan específicamente la delegación al sector privado y por mandato expreso, 
son aplicables para tales casos, siempre que no exista una ley especial.  
 
De la normativa analizada, se desprende lo siguiente: i) el derecho a la seguridad jurídica se 
fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, 
claras, públicas y aplicadas por las autoridades y en derecho público rige el principio de 
legalidad en virtud del cual los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una 
potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en 
la Constitución y la Ley; ii) el Estado es responsable de la provisión de los servicios públicos, 
entre ellos los de infraestructuras portuarias; iii) la gestión de sectores estratégicos y la 
prestación de servicios públicos por parte de la iniciativa privada y la economía popular y 
solidaria constituye un régimen de excepción que debe ceñirse a la ley correspondiente y a lo 
regulado por las autoridades competentes; y, “a falta de ley especial” se aplicarán las normas 
previstas en el Capítulo II, Sección II, Parágrafo II del COA; iv) el Estado es responsable de 
la provisión de los servicios públicos como el de infraestructuras portuarias, y garantizará, 
entre otras cosas, la continuidad del mismo; v) de acuerdo con el artículo 67 del COA la 
Administración Pública tiene facultades atribuidas implícitamente por el ordenamiento 
jurídico pero que deben ser las razonablemente necesarias para conseguir los fines y sin que 
invadan la esfera de actuación o competencias que sí se encuentran explícitamente asignadas 
y reguladas; vi) la aplicación de los artículos 74 y siguientes del COA no se debe limitar solo 
a los casos en los que se trate de una nueva delegación; y, vii) corresponde a la APG, el 
planeamiento, la financiación, la ejecución, las operaciones, los servicios y las facilidades, 
así como todas las obras portuarias que se construyeren dentro de su jurisdicción y para la 
consecución de sus fines, es decir, está facultada a efectuar todos los actos jurídicos que 
fueren necesarios o convenientes. 
 
3.  Pronunciamiento. - 
 
En atención a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 5 de la Ley de la Autoridad Portuaria de Guayaquil, la APG puede efectuar todos 
los actos jurídicos que fueren necesarios o convenientes para los fines de su Institución, lo 
cual incluye no solo las competencias expresamente definidas en la ley sino todo aquello que 
sea necesario para el cumplimiento de sus funciones, en atención a lo dispuesto en el artículo 
67 del COA, en cuanto no impliquen el ejercicio de competencias específicamente reguladas.  
 
Precisamente por ello, y como la delegación de la gestión de los sectores estratégicos y la 
provisión de servicios públicos a sujetos de derecho privado o de la economía popular y 
solidaria sí se encuentran explícitamente normadas en los artículos 74 y siguientes del COA, 
para proceder a tal delegación – sin perjuicio de su condición de nueva delegación o no – se 
deberá aplicar las normas de la ley respectiva del sector y otras especiales sobre la materia y, 
a falta de ley especial, se deberá aplicar las normas previstas en los artículos 74 y siguientes 
del COA.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, en los casos antes indicados, para garantizar la continuidad de la 
prestación del servicio público, la autoridad competente podrá establecer un régimen 
transitorio que tenga vigencia hasta que concluya el proceso de delegación, llevado a cabo 
conforme la normativa aplicable. 
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El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas 
jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a casos 
institucionales específicos. 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
 
 
C.C.     Ing. Roberto Xabier Luque Nuques 
 Ministro de Transporte y Obras Públicas. 
 
 
 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Oficio No. 06915 
 
 
Quito, D.M., 22 de mayo de 2024 
 
 
Magíster 
Luis Alberto Jaramillo Granja 
DIRECTOR GENERAL 
SERVICIO NACIONAL DE ADUANA DEL ECUADOR (SENAE) 
Presente. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. SENAE-SENAE-2024-0178-OF, de 27 de marzo de 2024, ingresado 
en el correo institucional único de la Procuraduría General del Estado el 12 de abril del 
presente año, se formularon las siguientes consultas: 
 

“1. ¿El ‘comiso administrativo’ como aplicación agregada de la Disposición General 
Cuarta del Código Orgánico Integral Penal, es una atribución del Servicio Nacional de 
Aduana del Ecuador, pese a que el artículo 69 del mismo cuerpo legal, establece 
categóricamente su aplicación a delitos dolosos o en su caso que exista una sentencia 
condenatoria ejecutoriada? 
2. Si el comiso administrativo es una atribución del Servicio Nacional de Aduana del 
Ecuador, ¿Cabe su aplicación para el cometimiento de un hecho constitutivo de 
infracciones aduaneras ajenas al contrabando, refiriéndonos a las conductas 
establecidas en los artículos 299, 300 y 302 del Código Orgánico Integral Penal o estas 
deben ser sancionadas como contravención administrativa por la autoridad aduanera 
ÚNICAMENTE con multa equivalente al setenta por ciento de la multa establecida para 
cada delito; y, en consideración a lo señalado en el artículo 112 del Reglamento al 
COPCI podrán ser entregadas a su propietario previo al procedimiento sancionatorio 
correspondiente, pagado o garantizada la multa respectiva, satisfecho íntegramente los 
tributos al comercio exterior, con observancia y cumplimiento con todas las formalidades 
aduaneras que correspondan, según la normativa vigente?.” (El resaltado pertenece al 
texto original).  

 
Al respecto, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
1.1. El informe jurídico del Director Nacional Jurídico Aduanero del Servicio Nacional 

de Aduana del Ecuador (en adelante, “SENAE”), contenido en memorando No. 
SENAE-DNJ-2024-0122-M, de 25 de marzo de 2024, citó, como fundamento 
jurídico, los artículos 226, 425 y 426 de la Constitución de la República del Ecuador1 
(en adelante, “CRE”); 69, 299, 300, 301, 302, 303 y la Disposición General Cuarta 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
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del Código Orgánico Integral Penal2 (en adelante, “COIP”); 123, 175, 190, 191, 205, 
206, 207 y 299 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones3 (en 
adelante, “COPCI”); y, 112 del Reglamento al Título de la Facilitación Aduanera 
para el Comercio, del Libro V del Código Orgánico de la Producción, Comercio e 
Inversiones4 (en adelante, “Reglamento al Título de la Facilitación Aduanera”), con 
fundamento en los cuales analizó y concluyó: 

 
“Criterio respecto a la Disposición General Cuarta del Código Orgánico Integral 
Penal: 

 
(…) el desfase se presenta al momento que la disposición general cuarta del Código 
Orgánico Integral Penal, se remite a: ‘(…) En lo referente a infracciones contra la 
administración aduanera, cuando el valor de las mercancías no exceda de los montos 
previstos para que se configure el tipo penal no constituye delito y será sancionada como 
contravención administrativa por la autoridad aduanera con multa equivalente al setenta 
por ciento de la multa establecida para cada delito y la adjudicación, destrucción o 
subasta de la mercancía objeto del comiso administrativo (…)’, tornándose incompatible 
tanto en consideración a las competencias propias del Servicio Nacional de Aduana del 
Ecuador, que carece de la atribución según el Código Orgánico de Producción, 
Comercio e Inversiones, para declarar el ‘comiso’; así como inaplicabilidad del 
decomiso administrativo, regulado en el artículo 123 de la norma Ibidem, que determina 
de manera taxativa cuando opera esta figura en el ámbito tributario aduanero. (El 
subrayado y resaltado corresponden al texto original). 

 
1. En ese sentido, bajo el criterio de especialidad o lex Specialis, nos invita que ante el 
conflicto en el presente caso prevalecería la norma especial, siendo este, el Código 
Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, toda vez que el Servicio Nacional 
de Aduana del Ecuador, es un organismo al que se le atribuye en virtud de dicha 
normativa, las competencias técnico-administrativas, necesarias para llevar adelante la 
planificación y ejecución de la política aduanera del país y para ejercer, en forma 
reglada, las facultades tributarias de determinación, de resolución, de sanción y 
reglamentaria en materia aduanera, de conformidad con este Código y sus reglamentos, 
lo que únicamente para efecto de sanciones nos remite a lo determinado en el Código 
Orgánico Integral Penal. (El subrayado y resaltado corresponden al texto original). 
 

 
1. (sic) La Disposición General Cuarta del Código Orgánico Integral Penal, aplicaría 
para todas aquellas mercancías que no excedan de los montos previstos para que se 
configure el tipo penal, no obstante, el Art. 301 del COIP (Contrabando) en su tenor 
literal, es el único delito contra la administración aduanera que además de la sanción 
pecuniaria incluye el ‘comiso’, por lo que se colige que la Disposición General, amplía 
lo literal de la normativa en lo referente a la generalidad de la conducta y sanción, 
entendiéndose pues que el ordenamiento jurídico de derecho penal generaliza la 
represión de posibles riesgos a través de medidas de carácter administrativo; otorgando 
facultades especiales a organismos no jurisdiccionales para intervenir en aquellos 
eventos en los cuales se identifican bienes que pueden atentar contra la seguridad en sus 

                                       
2 COIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 180 de 10 de febrero de 2014.  
3 COPCI, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 351 de 29 de diciembre de 2010.    
4 Reglamento al Título de la Facilitación Aduanera, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 452 de 19 de mayo de 2011.   
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dimensiones más sensibles: pública, económica o ciudadana”. (El resaltado pertenece al 
texto original). 

 
2. Análisis. –  
 
Para facilitar el estudio de la materia sobre la que tratan sus consultas, el análisis se 
referirá a los siguientes puntos: i) El comiso penal; y, ii) El comiso administrativo. 
 
2.1. El comiso penal. - 
 
De conformidad con lo previsto en el numeral 2 del artículo 69 del COIP, materia de la 
primera consulta, entre las penas restrictivas de los derechos de propiedad se encuentra el 
comiso penal, el mismo que procede “en todos los casos de delitos dolosos y recae sobre 
los bienes, cuando estos son instrumentos, productos o réditos en la comisión del delito”, 
especificándose que: “No habrá comiso en los tipos penales culposos” (el énfasis me 
corresponde).   
 
Para el efecto, el mencionado numeral 2 del artículo citado agrega que, en “la sentencia 
condenatoria” el juzgador competente dispondrá el comiso de: 
 

“a) Los bienes, fondos o activos, o instrumentos equipos y dispositivos informáticos 
utilizados para financiar o cometer la infracción penal o la actividad preparatoria 
punible. 
 
b) Los bienes, fondos o activos, contenido digital y productos que procedan de la 
infracción penal. 
 
c) Los bienes, fondos o activos y productos en los que se transforman o convierten los 
bienes provenientes de la infracción penal. 
 
d) El producto del delito que se mezcle con bienes adquiridos de fuentes lícitas; puede 
ser objeto de comiso hasta el valor estimado del producto entremezclado. 
 
e) Los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos provenientes de la 
infracción penal. 
 
f) Los bienes, fondos o activos y productos en propiedad de terceros, cuando estos hayan 
sido adquiridos con conocimiento de que proceden del cometimiento de un delito o para 
imposibilitar el comiso de los bienes de la persona sentenciada (…)”. 

 
Por su parte, los artículos 299, 300, 301, 302 y 303 del COIP, objeto de la segunda 
consulta, se encuentran ubicados en el Título IV “INFRACCIONES EN PARTICULAR”, 
Capítulo Quinto “DELITOS CONTRA LA RESPONSABILIDAD CIUDADANA”, 
Sección Sexta “DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN ADUANERA”. 
 
En este sentido, el inciso primero del artículo 299 del COIP referido a la defraudación 
aduanera prevé que: “La persona natural o jurídica que perjudique a la administración 
aduanera en las recaudaciones de tributos sobre mercancías cuya cuantía sea superior 
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a ciento cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general”, será 
sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años y multa de diez veces 
el valor de los tributos que se pretendió evadir (el énfasis me corresponde).   
 
Sobre la receptación aduanera, el inciso primero del artículo 300 del COIP determina que, 
la persona natural o jurídica que adquiera, reciba, almacene, oculte, venda, o esconda 
mercancías, a título oneroso o gratuito, en prenda o consignación y tenencia o 
almacenamiento de mercancías extranjeras “cuya cuantía sea superior a ciento 
cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general, sabiendo o debiendo 
saber que han sido o son objeto de los delitos a que se refiere este título” y, sin que el 
tenedor de las mismas acredite su legal importación o legítima adquisición en el país, 
dentro de las setenta y dos horas siguientes al requerimiento de la autoridad aduanera 
competente, será sancionada con una pena privativa de libertad de uno a tres años y multa 
del duplo del valor en aduana de la mercancía (el énfasis me corresponde).   
 
Respecto del contrabando, el inciso primero del artículo 301 del COIP señala que, la 
persona que para evadir el control y vigilancia aduanera “sobre mercancías cuya cuantía 
sea igual o superior a diez salarios básicos unificados del trabajador en general”, 
realice uno o más actos ahí previstos, será sancionada con pena privativa de libertad de 
tres a cinco años, multa de hasta seis veces el valor en aduana de la mercancía objeto del 
delito y “el comiso de los bienes, medios o instrumentos para la comisión del delito” 
(el énfasis me corresponde).   
 
En cuanto al mal uso de exenciones o suspensiones tributarias aduaneras, el inciso 
primero del artículo 302 del COIP menciona que la persona que venda, transfiera o use 
indebidamente mercancías “cuya cuantía sea superior a ciento cincuenta salarios 
básicos unificados del trabajador en general”, importadas al amparo de regímenes 
especiales aduaneros de los que derivan la suspensión del pago de tributos al comercio 
exterior o importadas con exención total o parcial de tributos, sin obtener previamente la 
debida autorización de la autoridad aduanera competente, “será sancionada con pena 
privativa de libertad de tres a cinco años y multa de hasta diez veces el valor de los 
tributos que se pretendió evadir” (el énfasis me corresponde).   
 
Adicionalmente, el inciso final del artículo 303 del COIP dispone que la mercancía objeto 
de los delitos previstos en esa Sección, “una vez comisada, previa autorización del juez 
competente, será adjudicada, destruida o subastada conforme los requisitos y tiempos 
señalados en la normativa aplicable” (el énfasis me corresponde).   
 
Finalmente, el inciso primero de la Disposición General Cuarta del COIP contempla que, 
en lo referente a infracciones contra la administración aduanera, “cuando el valor de las 
mercancías no exceda de los montos previstos para que se configure el tipo penal no 
constituye delito y será sancionada como contravención administrativa por la autoridad 
aduanera” con multa equivalente al setenta por ciento de la multa establecida para cada 
delito y “la adjudicación, destrucción o subasta de la mercancía objeto del comiso 
administrativo” (el énfasis me corresponde).   
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De lo manifestado se observa que: i) el comiso penal constituye una pena restrictiva del 
derecho de propiedad que procede en todos los casos de delitos dolosos y recae sobre los 
bienes, cuando estos son instrumentos, productos o réditos en la comisión del delito; ii) 
en los casos de defraudación, receptación y mal uso de exenciones o suspensiones 
tributarias, cuando el valor de las mercancías supere los ciento cincuenta salarios básicos 
unificados del trabajador en general y las infracciones aduaneras constituyan delitos, el 
juzgador competente dispondrá el comiso de los bienes; y, iii) el delito de contrabando, 
sobre mercancías cuya cuantía sea igual o superior a diez salarios básicos unificados del 
trabajador en general, será sancionado por el juez competente con pena privativa de 
libertad de tres a cinco años, multa de hasta seis veces el valor en aduana de la mercancía 
objeto del delito y el comiso de los bienes, medios o instrumentos para su comisión.  
 
2.2. El comiso administrativo. - 
 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 123 del COPCI, el decomiso administrativo es 
la pérdida de la propiedad de las mercancías por declaratoria del servidor “a cargo de la 
dirección distrital correspondiente, en resolución firme o ejecutoriada”, dictada en los 
siguientes casos: 
 

“a. Mercancías rezagadas, inclusive en la zona primaria, cuando se desconozca su 
propietario, consignatario y consignante; 

 
b. Mercancías náufragas; 

 
c. Mercancías que hayan sido objeto de hurto o robo en los recintos aduaneros, o a bordo 
de los medios de transporte, cuando luego de recuperadas se ignore quien es su 
propietario, consignatario o consignante; y, 

 
d. Mercancías respecto de las cuales se haya ordenado el reembarque y no se hubiere 
realizado dentro del plazo concedido para el efecto, en cuyo caso no se extingue la 
obligación de pagar las tasas por servicios aduaneros”. 

 
En este orden de ideas, las letras n) y o) del artículo 190 del COPCI, ubicado en el Título 
III “DE LAS SANCIONES A LAS INFRACCIONES ADUANERAS”, Capítulo III “DE 
LAS CONTRAVENCIONES”, incluye entre las contravenciones aduaneras a las 
conductas de “receptación aduanera, defraudación aduanera y mal uso de exenciones 
o suspensiones tributarias aduaneras” tipificadas en el COIP, respecto de mercancías 
cuya cuantía sea igual o inferior a ciento cincuenta salarios básicos unificados del 
trabajador en general, así como “Las conductas de contrabando tipificadas en el Código 
Orgánico Integral Penal, respecto de mercancías cuya cuantía sea inferior a diez 
salarios básicos unificados del trabajador en general” (el énfasis me corresponde).   
 
Al respecto, la letra g) del inciso primero del artículo 191 del COPCI agrega que, sin 
perjuicio del cobro de los tributos, las contravenciones previstas en las letras n) y o) del 
citado artículo, serán sancionadas con “multa equivalente al setenta por ciento de la 
multa establecida para cada tipo penal y la destrucción total de la mercancía objeto del 
comiso administrativo, siempre que no haya sido objeto de subasta o adjudicación 
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gratuita” conforme las disposiciones previstas en dicho Código y demás normativa 
aplicable (el énfasis me corresponde).  
 
El artículo 205 del COPCI establece que el servicio de aduana es una potestad pública 
que ejerce el Estado, a través del SENAE, sin perjuicio del ejercicio de atribuciones por 
parte de sus delegatarios debidamente autorizados y de la coordinación o cooperación de 
otras entidades u órganos del sector público, “con sujeción al presente cuerpo legal, sus 
reglamentos, manuales de operación y procedimientos, y demás normas aplicables” (el 
énfasis me corresponde). El inciso segundo del artículo ibídem precisa que la Aduana 
tiene por objeto, entre otros, “prevenir, perseguir y sancionar las infracciones 
aduaneras” (el énfasis me corresponde). 
 
De otro lado, el inciso primero del artículo 112 del Reglamento al Título de la Facilitación 
Aduanera, ubicado en el Capítulo VI “CONTROL ADUANERO”, Sección II “MEDIDAS 
PREVENTIVAS”, contempla que en caso de que se determinare el cometimiento de una 
infracción aduanera tipificada como contravención o falta reglamentaria, se procederá 
según el “procedimiento establecido para el efecto por la Dirección General, y las 
mercancías respectivas deberán ser entregadas una vez satisfechos los tributos al 
comercio exterior”, sin perjuicio del procedimiento sancionatorio iniciado para tal efecto 
(el énfasis me corresponde). 
 
Adicionalmente, el segundo inciso del artículo citado dispone que en caso de que se 
determinare el cometimiento de una infracción aduanera tipificada como contravención, 
se procederá de acuerdo con la normativa expedida para el efecto por la Dirección 
General, y “las mercancías respectivas podrán ser entregadas a su propietario siempre 
y cuando no incurran en el comiso administrativo contemplando en el artículo 191” 
del COPCI, sin perjuicio del procedimiento sancionatorio correspondiente, siempre que 
se hubiere cumplido con todas las formalidades aduaneras y se hubiere satisfecho el pago 
de los tributos al comercio exterior (el énfasis me corresponde). 
 
De lo expuesto se desprende que: i) las infracciones contra la administración aduanera de 
defraudación, contrabando, receptación y mal uso de exenciones o suspensiones 
tributarias, cuando por el valor de las mercancías no constituyan delitos, serán 
sancionadas como contravenciones administrativas por la autoridad aduanera con multa 
equivalente al setenta por ciento de la multa establecida para cada tipo penal y la 
destrucción total de la mercancía objeto del comiso administrativo, siempre que no haya 
sido objeto de subasta o adjudicación gratuita; ii) cuando  se trate de medidas preventivas, 
en caso de cometimiento de una contravención aduanera o falta reglamentaria, se debe 
observar el procedimiento establecido por la Dirección General, y las mercancías 
respectivas deberán ser entregadas una vez satisfechos los tributos al comercio exterior, 
sin perjuicio del procedimiento sancionatorio iniciado para tal efecto; y, iii) en caso de 
que se determinare el cometimiento de una contravención aduanera, se procederá de 
acuerdo con la normativa expedida para el efecto por la Dirección General, y las 
mercancías respectivas podrán ser entregadas a su propietario siempre y cuando el comiso 
administrativo no constituya una sanción según lo previsto en el artículo 191 del COPCI.  
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3. Pronunciamiento. –  
 
En atención a los términos de la primera consulta, se concluye que de conformidad con 
lo previsto en el artículo 123 del COPCI; y, la Disposición General Cuarta del COIP, el 
comiso administrativo es una atribución del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador.  
 
Respecto de la segunda consulta, se indica que las contravenciones contenidas en las 
letras n) y o) del artículo 190 del COPCI deben ser sancionadas de conformidad con lo 
establecido en la letra g del artículo 191 ibídem; esto es, con una multa equivalente al 
setenta por ciento de la multa establecida para cada tipo penal y la destrucción total de la 
mercancía objeto del comiso administrativo, siempre que no haya sido objeto de subasta 
o adjudicación gratuita, en concordancia con lo determinado en el inciso segundo del 
artículo 112 del Reglamento al Título de la Facilitación Aduanera para el Comercio, del 
Libro V del COPCI.  
 
El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad 
de la entidad consultante su aplicación a casos institucionales específicos. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
 
 

  

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Quito, D.M., 3l de mayo de 2024

Máster
Diana Carolina Velasco Aguilar
DIRECTORA
DTRECCIÓN NACIONAL DE REGISTROS PÚBLICOS (DINARP)
Presente. -

De mi consideración:

Mediante oficio No. DINARP-DINARP-2024.0263-OF, de 8 de mayo de 2024,
ingresado en la Procuraduría General del Estado el mismo dia, se solicitó la
reconsideración del pronunciamiento de este organismo contenido en eloficio No.0ó419,
de l6 de abril de 2024, que atendió las consuhas planteadas por la Dirección Nacional de
Registros Públicos, relac¡onadas con la aplicac¡ón de los atículos 109, I 13 y 221 del
Libro ll del Código Orgánico Monetar¡o y Financieror (en adelante, Ley de Mercado de
ú'alores"); y 7 .8,22 y 24 del Código de Comercior (en adelante, "CCo "); respecto de la
obligatoriedad de registrar en el Reg¡stro Mercantil los aportes de los fidecomisos en
garantía.

l. Antecedentes. -

l. L Previo a atender el pedido de reconsideración, mediante oficio No. 0ó818, de l4 de
mayo de 202.1, este organ¡smo solicitó e¡ criterio juríd¡co inst¡tucional de la Junta de
Política y Regulación Financiera (en adelanie. "JPRF"); de conformidad con lo previsto
en el artículo l0 de la Resolución No. 24, que contiene el procedimiento para la atención
de consultas por parte de la Procuraduria General del Estadol, requerimiento que no ha
sido atendido hasta la presente fecha.

1.2. Las consultas planteadas por la l)irección Nacional de Registros Públicos (en
adelante, "D1¡y'1-RP"), mediante el memorando No, DINARP-DINARP-2024-0094-M, de
23 de febrero de 202,1, ingresado en el correo institucional único de la Procuraduria
General del Estado el 26 de los mismos mes y año, a las que se refiere su pedido de
reconsideración, fueron las siguientes:

"1, ¿De conformidad con los artículos 22,24 del código de come¡cio, 221 de Ia
Ley de Mercado de Valores y el a iculo 25 al rcglarne o general a Ia le! de

.., pLbh.ada¿n¿t\tqtetpnto¿¿lR?¿¡ú,O!,,,o1\o t:4:J¿:4d¿aSaaú.t¿ tlttl D|.RL jtN)
'R.t¿¿4rj4 \d rr t tn 'La nh. tdd¿te.ut\iJ.ro!ón.p'¿\aa¿n¿tt.,c./hr¡rod.to nub 1) ¿. bCoAt¡cKt:ú.1¿ ta
I.d AE¿ .a d¿ ¡o Procuru.luri¿ O¿n¿rdl de¡ Enado d¿b¿rá w Iúdtu¿ntaü | udtúú¿ en E o ¡ñatr¿n¿tente et ,,tame d¿t
a'.er ¡¿ i¿tÚ o prduru¿or det úgdnlsña tñhtktóñ o .nt¿oJ ,kt e.tr p,bh.¡ ! o tohrtLt d¿ ¡¿L@rderarü k tr¿n aú
.by^üdo en l. dph.¿b¡¿. to peria¿i ¿sto R¿sotna¿ú'
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mercodo de valores (sic), los tidecomisos en garunlía J) los dpo es a los mismos
deben regist¡arse en el Regislro Metcdhlil?

2, ¿Esla inscripción debe hoce$e e1 el Reg¡stru Mercontil de la iurisdicción
do de se hagq la enltego la coso (sic)?".

1.3. El informe juridico que se acompañó a la consulta inicial, suscrito por la Asesora

Juridica de la DINARP. contenido en el memorando No. DINARP-DJtJ-2024-0056-M.
de 20 de fcbrero de 2024, citó en lo principal los articutos 226 dc la Constituc¡(in de la

Repúblicadel Ecuadora (en adelante, '( RÉ' '): 22 y 24 del CCo; 109y22ldclLibroIl de

la Ley de Mercado de Valoresl 25 dcl Reglamcnto (;eneral a la I-ey de Mercado de

Valores5 (en adelante, " RGLMY \: 14.2 del Estaluto Orgánico Funcional de Gestión por

Procesos de la DINARP6 (en adelante , " E¡tat to Orgán¡.'o ¡'t lcioncl de la DINARP ):
y. 122 del Código Orgánico Administrativo? (en adelante. '( o,1 ): con base en lo cual

analizó y concluyó:

" (...) losftdeicomisos me¡canliles pueden ej¿rce¡ actos de tomercio sí stt obiek)
de creacián así lo estohlet'e. es ptr alh que. ul ejercer uctít'idades comerciules se

igen a las n(rrmas dcterninada: an al (iicligo cle (i»nercio.

Es por ello que. el Código reÍ¿ido determina la ¡esportsobilidad .le insc¡ibit los
actos olados a los rep¡esehlantes o odministrodores, .le las personas iurídicas
que ejerzan aclos de comercio, sin ernborgo, no e§lrecüca a los fideicomi\os
me¡cant¡les como una societlod ciril o mercdntil esta rcali:Lt actividades de

En conclusión, esla D¡rección considera que se deben insc bit los apofles de

bsrtdeicom¡sos en los Registos Mercanliles ol ser Penonas iu¡fulicas con rtnes
comercidles. Dicha insc pción debe pructicorse en el Regislro Mercoht¡l íonde
se conslitryó el Fileicomiso, :¡n emhurgo. cslo no se encuenlra contemplado en

lo ormativavige te (el énfasis mc corresponde).

I.4. El pronunciamiento de este organismo. contenido cn oficio No. 06'119, de l6 de abr¡l

de 2024. cuya reconsideración solicita. concluyó:

''(....). de confurnidad con b peúsb en bs a í.ltlos 109, I13. 221 del Librc II
del Código Orgák¡co Monelario y linoncietu, qüe contiene ld I'e!- de ltfercado de

Valores y el artículo l7 de la Sección Il' 'Disposiciones Gcnerules' Capílub I
'De los Negocios Fi.luciarios. Titulo XIII Fideico,tlíso Mercantil !- Encatgo
F¡duciorio, cte la CODIFICA('l()N' de Resolucione.¡ de la .hnta Política
Moneldri . Libro Segundo, Tomo X. k»s fideiconisos merca Íiles en garanlío

' C RE pnbh.add ¿n ¿ | R¿E¡sto Olict¿l \¿ J!9 ¿t )u d¿ ottuhr¿ l¿ !00t
'RGL\tt p'hh.a.l¿¿ñ¿l R.s6to Oj.tot \o3rd¿ tJ& ¿kt¿ñhr.¿¿ l99R
'EedhroO.sá,'.aÍure1¡n¿ld¿ldDl\..tRPpuhht¿t*t¿nL¿¡.kinElP¿.ktl\.161¿¿:StLtua'¿¿Jtltt
' aO1 ?ühh.ddd ¿n?l Suplld¿nto.l¿1 R¿prtro Ofr.t¿l 7t) \" ll ¿¿ " ¿¿ llnA )¡t|'
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deben registrarse en el Registro Mer.antil siempre y cuarulo se establezca en su
escritürq cle constitución la posibilidad o fi:tcultad de rcalizur operaciones de
comercio que gekere n prcduclo que permila solye tar las deudas que estos
garont¡zan.

Respeck, de la segundd consulta, alichos-f¡deiconisos mercaúlíles serán inscritos
en cl Registro Mercantil del domicilio del lideicon¡so .

2. Pedido de reconsideración. -

2.1. El infbrme juridico dc la l)irectora de Asesoría Jurídica de la DIN^RP, contenido en
el memorando No. DINARP-DJU-2024-014ó-M, de 8 de mayo de 2024, remirido.junro
asupedidode reconsideración. citó lamisma normativade Ia consulta inicial y concluyó:

1... )

El criter¡o jurídico emit¡do mcdiante olicio Nro- 0ó119 deterntino de manera
clara que se dcben inscribú' lt.fideicomisos mercantiles en el Registro Mercantil
cn el cual se encuentta establec¡do su domicil¡o, si/¿ ernbargo, de oquello en el
referido c¡i¡erio no absuelee lo consulto ¡especto de los apo¡tes de dichos
lideicomisos.

Sc dcbc ehtender que los ay»rte"^ de los.fideicomisos son los bienes muebles o
inntuebles corporales o ¡ncorporules que los constituyentes truntlieren d los
_firleicoüitos Sobre estt¡, al con.^iderar que lo occesor¡o sigue la suerte de lo
principal los oporter dc los fideicomisos debe an tumhién inscribirse en el
Registro ltlercdnt¡l al igual qw elfdeiamiso.

A¡tle los vacios normati\.os rcspccto a la inscripción de los aportes de los
Jide¡comisos se consi¿eru neksutio sol¡citur lu reconsi¿lerución del criterio
juríd¡co enilido por el Procurudor con lu Jinalidud de que dicha reconsiderac ión
sea un criteriooriehtado paru elaccionar público tle los Riesg»s Mercantiles, con
el objeto de garantizar la prestación de seruicios ptiblicos eic¡enles " (elénfasis
me corrcsponde).

J. Análisis. -

De lo expucsto. se observa que cl informejurÍdico de la DINARP reitera, en Io principal,
el análisis realizado al plantear su consulta inicial sobre la aplicación de los articulos 22
y 24 del Código de Comercio. el aniculo 221 de la Ley de Mercado de Valores, y el
artículo 25 del Reglamento Ceneral de la t,ey de Mercado de Valores, en el sentido de
que se deben inscrib¡r los fideicomisos mercantiles en el Registro Mercantil en el cual se
eñcuentra establecido su domicilio.
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3.t. Furd¡mentos juridicos en los cuales se motiva l¡ reconsideración. -

Al respecto, se observa que el articulo 22ó de la CRE. citado en el informe juridico
adjunto al pedido, señala que los servidores públicos solo pueden ejercer las competencias
y facultades atribuidas en cl ordenamiento juridico y tendrán el deber dc coordinar
acciones para el cumplimiento de sus fincs y hacer efectivo el gocc y ejercic¡o de los

dcrechos reconocidos en la Constitución.

Por otro lado, con base en el anículo ll9 de la I-cy dc Mcrcado de Valores, se establece

que el fideicomiso mercanlil es un contrato mediante el cual se transtieren bienes,

muebles o inmuebles. corporales o incorporales. a un patrimonio autónomo, dotado de

personalidad jurídica, para que el fiduciario actué en calidad de reprcsentante legal y

cumpla con las ñnalidades específlcas que instruyó el coñtrato de constitución. bien a

favor del propio constituyente o de un tercero.

El citado informejurídico agrcga que el fideicomiso mercantil de garantia posee todas las

características de un fideicom¡so mercanlil. pero su objcto cs asegurar el cumplimiento
de las obl¡gaciones que adqu¡era el deudor. con el lln de garant¡zar al beneficiario con la

totalidad del patrimon¡o dc cse fideicomiso en caso de incumplimiento de las

obligaciones. pudiendo ejecutar la garantía dcclarando vcncidas todas y cada una de las

obligaciones quc mantenga el dcudor.

Adicionalmente, señala que en virtud de los anículos 7. 22 del CCoi ). 25 del RGLMV.
corresponde inscribir en el libro de sujetos mercanliles"toda lo informaLión que penlih,
iclentilcdr a los inten,inienles en el fideicom¡\o, cs tlecir. los aportes perniten idenlil«r
a las persoruts nalurales o iurílicas".

No obstante, de lo indicado, el informe iurídico dc referencia indica quc el oficio No.

06419, d€ l6 de abril dc 2024. "determ¡na de manera clara que se deben inscrihir los

ldeiconisos mercanÍiles en el Rcgistro Mercanlil cn cI ctol |e encuentra establecido su

3.2. Fundamentos juridicos del pronunciamiento contenido en oficio No.06,119, de
l6 de abril de 2024.-

Del texto íntegro del pronunciamiento de esta Procuraduria. contcnido en el oficio No.

06419. de l6 de abril de 2024. se observa. en lo esencial. Io siguiente:

a) La Ley de Mercado de Valores en su articulo I09 regula el fideicomiso mercantil
y lo define como un contra(o por medio del cual una o más pcrsonas llamadas

conslituyentes o fideicomitenles ?/arrreleri. de manerq femporal e itre'tocable.
la propiedad de hiencs mueblet o inmueblcs corporales o ¡nLorPorules. que

exísten o se espera que exislan. a un patriDonio a ló otno dolado de

personalidad jurídica. para que la sociedad administradora de fondos ¡'
fideicomisos, quc es su fiduciaria y representante legal. cumpla con las finalidades

tilil
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b)

especificas instituidas en el contrato de constitución, bien en favor del propio
constituyente o de un tercero llamado beneficiario.

EI articulo ll8 de la Ley de Mercado de Valores prevé que el patrimonio
autónomo que se origina en vinud del contrato de fideicomiso mercantil "er
disl¡kto de los polritfionios intlividuales del cohstituyente, del .fiduciario y
beneficiario. asi como de otros fideicomisos mercantiles qüe mantenga! el
liduciario '. Adicionalmente, el alículo l l9 ibidem establece que el fideicomiso
mercantil será el titular de los bienes que integran el patrimonio autónomo, po¡ lo
que el ñduciario ejercerá la personeria juridica y la representación legal del
fideicomiso.

La letra i) del numeral I del articulo 120 de la Ley de Mercado de Valores incluye
dentro del conte¡ido básico del contrato del fideicomiso mercantil '¿ar
condiciones generules o especílicas paru el manejo, entrega de los bienes.Jiutos.
rendimicntos y liquidución del fideicomiso mercantil (el énfasis mc
correspondc).

El alículo 221 de la Ley dc Mercado de Valores. materia de las consultas, en
armonia con lo determinado en el articulo I l0 ibidem. indica que los derechos y
todo lipo de gastos o cobros quc hagan los registrado.es mercantiles o de la
propiedad, por la intcrípción de los actos que contengc¡n conslilaciór, de
compañías,Jideicomisos merc rtiles. litndos de ¡nversión, oumentos de capitsly
colslilucúin de garanlías )t lrunsÍercncias de bienes a pdttirñohios
ifidependientes o aulónon os '(énl¡sis añadido), en ningún caso serán superiores
al cero punto veinte y cinco por mil de la cuantia del acto o contrato ni superiores
a setecientos ochenla y ocho 671100 (788,67) dólares.

Respecto del fideicomiso mercantil en garantia este es definido por el articulo l7
de la Sección IV "Disposiciones Generales". Capitulo I "De los Negocios
l'iduciarios". Título XIII -Fideicomiso Mercantil y Encargo Fiduciario", de la
Codiñcación de Resoluciones de la Junu Política Monetaria, Libro Segundo,
'I omo X, en los siguientes tén¡inos:

" l. De gotuntía. entiéndase yt liLleicomin de gdrcntía. al contrato en ti ud
del cuql el «)nstitulente, que generalmente es el deudor. trcnsiere la
ptopiedud de uno o yario! bienes a Íítulo de fideiconíso mercantil al
pa tihtotlio uutónomo, pqru ga¡anlizü con ellos y/o con sra orodtacto. el
cumplimiekto de una o vlr¡t\t obliguciones claramente detertu¡/tadas en el
contruto (...) (énfasis añadido\.

Por otr¿ parte, según el articulo 7 del CCo se entiende por actividades mercantiles
''a Íodos k¡s aclos u operacio es que implican fiecesariamenle el desatollo
contihuado o habitual de una qctividad de producción, intercambio de bienes o
prestaciót de servicios en un determinado mercado, ejecutatlos con sentido

c)

d)
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económ¡co , asi como /o.r aclos en lo§ que intenierren empre§ario§ o
corrre¡cianleq cuando el proú§ilo con el que intervengd por lo menos uno de los
sujetos mencionados sea el de generu¡ un berrertcio económico" (el énfasis me

co[esponde).

En este sentido, el anículo 22 del CCo, invocado en las consultas, dispone que;
"Se debeú inscúbir en el libru de sujelos mercantiles que llevaní el Regittro
Metcanlil", entre otros, "d) Lo info¡mación oue oe¡rni¡a identifrcot o los
rep¡esentantes leoales. sercntes o adrninisbadorcs. de personas jurítlicas'o
unídade s e con¡imicas du kinomos q!!!!!!L!!!g!!!!!!b4SsJbSgWEb', misma
que será oblenida de las bases de datos públicasi y, a los mandatarios generales o
especiales de los comerciantes o empresarios (énfasis añadido).

De lo expuesto se desprende que: , el contralo del ñdeicomiso mercantil
transliere, de manera temporal e irrevocable, la propiedad de bienes muebles o
inmuebles a un patrimonio autónomo; ii/ el patrimonio del ñdeicomiso mercantil
en garantía es autónomo de las panes que lo constituyen. y no puede ser
considerado como una socicdad civil o mercantil; iir) para los apones al

lideicomiso mercantil en garantia se deben observar las normas establecidas en la
[,ey de Mercado de Valores. que regulan la exislencia. transferencia dc domi¡io
y validez de los respcctivos lideicomisos; y. iv) los lideicomisos mercantiles en
garantia deben registrarse cn cl Registro Mercantil siempre y cuando se establezca
en su escritum de constitución la posibilidad o facultad de realizar operaciones de
comercio que genercn un producto que permita solventar las deudas que estos
garantizan.

h)

4. R¡tificsción del PronuDci¡mieDto, -

En atención al pedido de reconsideración realizado por la Dirección Nacional de
Registros Públicos, se concluye que no existen fundamen(os nucvos ni suficientes que

conduzcan a modificar las cr¡nclusiones previamente establecidas por este organismo,
contenidas en el oficio No.06419- de 16 de abril de 2024. Por lo tanto. de conformidad
con lo previsto en el cuano inciso del alliculo l3 de la Ley Orgánica de la Procuraduria
General del Estado. se ratifica el mismo.

PROCURADO L DEL ESTADO

Múia P.ulin¡ V¿lá Z¡ñbráro.
P.6id.rt¡ d. h Jona¡ d. Polltic¡ y R.8ül.caór Fir.ocicr¡
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Olicio No. 07052

Quito, D.M., 3l de mayo de 2024

Ed'ri.io Aü¡on.r o1...
af añ2oMr N!9-r2l yari..9.9

-I

Señor
Aquiles Álvarez Henriques
ALCALDE
GOBIERNO AUTóNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DE
GUAYAQUIL
Cuayaquil. -

De mi consideración:

Mediante oficio No. AC-AAA-2024-2348, de l9 de abril de 2024, ingresado en el correo
institucional único de la Procuraduría Ceneral del Estado el día 23 del mismo mes y año,
se formuló la siguie¡te consulta, relacionada con la definición de "Obras", establec¡da en

el numcral 2l del Anexo "Closario ' de la Normativa Secundaria del Sistema Nacional de

Contratación Púb¡ica, y su aplicación directa en procesos de manten¡miento:

"Conlo.me a lo eslablecido en el ANEXO I nume¡al 15 (s¡c) de la Resolución RE-
SERCOP-2023-0131, ! a electos de guordar o¡ñonío col la def¡lició¡ ¿stablecida en el
a [culo 6 nunercl 5 de la Le! O¡gánica del Sislema Noc¡olol de Con,¡atación Pública,
(sic) es necesa o que un ptuceso de ,nanteiirniento que involucra moño de ob¡o,
tnole¡ioles ) equipo, seo cons¡derodo conm uia obra?".

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

l. Arlecedenfes. -

De¡ oficio remitido y documerlos adjuntos se desprende que:

l.l. A fi¡ de contar con ma)'ores elementos de análisis. antes de atender su corsulta.
medianle Oficio No. 0ó505. de 24 de abril de 2024.|a Procuraduría General del
Estado solic¡tó al Servic¡o Nacional de Contratación Pública (en adelante.
"SERCOP") que remita su criteriojurídico institucional sobre la mareria objero de la
consulta. Dicho requerimiento fue atendido por el Coordinador Ceneral de Asesoria
Jurídica del SERCOP, con Oficio Nro. SERCOP-CGAJ-2024-0124-OF. de 15 de
mayo de 2024. ingresado en este organismo el mismo día.
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1.2. El informe jurídico No. DAJ-CON-2024-2951, de 19 de abril de 2024, suscrito por

la Procuradora Sindica Municipal del Gobiemo Autónomo Descentralizado

Municipal de Guayaquil (en adelante, "GADM GYE ). citó lo§ artículos 225. 22ó.

227 y 23't de la Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante. "CRF');

artículos 4. 5.6 numeral 5 de la Ley Orgánica del Sistema Nacioñal de Contralación

Pública2 (en adelante, "LOSNCP")I articulo 42 del Reglamento Ceneral a la Ley

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Públicar (en adelante,

"RGLOSNCP"): numeral l5 (sic) delArexo "closario" de la Normativa secundaria

del Sistema Nacional de Contratación Públicaa (en adelante. "Normaliva SNCP"):

anículos 22, 31, 35 y 122 del Código Orgánico Administrativot 1en adelante.

''COA")I y, norma 408-31 de Ias NoÍnas de Control lrtcrno para lás Entidades'

OEan¡srños del Sector Públ¡co y de las Personas Jurídicas dc Derecho Privado que

Disporgan de Recursos Públicos6 (en adelante. "Normas de Recursos Públ¡cos

CCE"). con fundamento en los cuales analiz,ó y concluyó:

3.. ANÁLIS$. -

3 t t:l Gohierno Aütónomo Dcscentr¿li.alo llun¡cipal de GualaqúL como órgano de

carúcrcr seccional queforma ytrte del secror público confonñe lo previsto en el orliculo

225 dc la Const¡tüción de le Repúbl¡ca lcl Ec a.lot. efectúa sus Pn eesos de obras'

bienes ! s¿rvicios bajo el ma.co nonñlh'o de la Le! Orgán¡ca del Si§lerno Noc¡onal de

Co ratación Pública I dcñc¡s úonños de canicler general ! esPecial aplicables a la

3 2 La Lq'Orgán¡ca del Sistema Noc¡onal de Conlrclación en su arlículo 1. ¿nabl¿ce

¿e nanera taxa¡ira y enunciatiw los p nciPios reclot?s bajo los cuales descansan lds

comJrras públicas. los cuales además deben ser aplicados en s¡nergia con aqucllos

pt"lctitos eh el a ículo 227 de la (i»lstitución d¿ ld Repúblico d¿l EcMdor

Siendo k deber y obliSdción por lturt! ¿c las cnti.lades q e conl'onnan la adt ¡ihislruc ión

ptiht¡co. efecluat et tewntamienk) d,! la &).uncnlac¡ón de caki.ler pr¿pataloia en todo

ptoces., de contrutacióñ públ¡ca. conforñe lo establecido en el arl¡culo J2 del

Rcgla ento Generul a lu Let Orgánica del Siste a Ndcionol Lle Contraloción Pública

t ( RE pubh.ada .n et R¿8úto oli.tdt lo .u9 ,1¿ 20 tu o.¡abry & 20tN
:tOSrtP pa'¡¡cda .n .t Stpt ñ¿ñto tt l R.s\ro o¡nat no J95 .k t d. osoró ¿. 20Ñ

' RCl.osNCP.pubh€d..i.lR.au¡@O¡ioal:do S 8?d.:0d.Jun¡od.1022
! R¿il\rcún R t -SERCOP-aOaJ-ot tt. pubhcada ¿a ¿t R.g,!tu Ol.úl ado S tó7 d. ot d¿ aqe. ¿¿ :0: l
- 

CO.1 pubtÉddo.ñ.1 R.gttt@ Ofk¡d¡ 2¿o S I I d.0: d. ruhod. 2017
6,t¿ktdo O1a.CA-2021. punh.ódo." ¿1 R.qú!rc O¡aal S 257 d. 27 A.ftb¡¿rc d. ao2l
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(... )

En atüo ía con lo indicodo, la Norma de Control lntemo 108-31, enitida pot palte de
la Contralotía General del Eslado, establece que.

'' (...) 108-3I Manten¡ñiento

Las entidades prestdlák el scrvicio de nantekiñic ta a los bienes y obrat pública:
o su catgo. can el Jin de que éstas operen en fotma óptima dutante su údd tit¡l )'
prcdan obtenerse los benefcios esperados, de acuerdo con los estudios de

preinv¿rsión. Cuando ¿xistan restricciones presupuestañas, se efec¡uarán los

aju\tes cofiespondientes para que la obra opere en un nivel ópt¡no y es¡a situación
se co¡nuh¡cará a las aulor¡dades de la entidad para que ¡onen las ned¡das
correcI¡las perIinenlcs'

ConJ'orme se uprecia de las d¡spos¡ciones legales invocaddt, la Norna ¡le Control Intcrno
108 3 1 . en lo referenle al ñanleniñicnlo, eslablece una dilcrcncio señónt ¡ca, por cuatllo
se ¡n¡1¡ca qte el nanlenin¡enlo debe set ekcluodo a b¡enes y obras púb{icas, es dect la
''lJ , cs ¡1¡syuntiva, pot lo tonto. se i4¡ere que el ,úo eniúie o d. los bienes se
encuerrtra rct esl¡do d¿ especilicidades ! pa¡ticulaüdades propios que fio soñ inherentes

Mediante Resolucióh No RE-SERCOP-2023-01 31, se erpide la Nornativd Sauniaria
.lel Siste n Nacionol de Contrutoción Públtca, acto del poder público, promulgado por
parte del SERCOP eh ejercicio de su potestad ohlat¡va, el cual en su ANEXO 1,

dcnominado GLOSANO. en lo que rcspecra a obras cnite la siguiente defnición:

"( . ) 15 (sic) Obra. - Conprentle la construcción, rcconstrucción, renodelació ,

nanlen¡nienla, mejoramienlo, deñolic¡óh, renovación, ahpliaciók, ihstalación,
habtlifac¡ófi, y eh generul cüalquier trabajo ñat¿rial sobre bi¿nes inntuebles o sobre

eL suelo o subsuelo tales cotno ediÍcoc¡ohes, túneles, pue os, sistemas r1e

alcanlar¡llada y agua poldble, prcsas, s¡slemas eléctricos t, electróntcos,
¿slruclut'os, etcaraciotles, Perfaracioñes, carreleras, puentes, entrc olros, que

req ieran dírección ¡¿cnica, expediente f¿cnico, mono de obra, mate ales y/o
equipos. En caso de que las acliy¡dades o lrabajos o cunplan con las
catocletísl¡cas dnles efp¿estas) el objelo de la conlralación corrcsponderá d la
prestación de un senic¡a. (... ) .

Por s parte, la Rea! Academia Española (RAE), conceptual¡za la defniciók de

manle iúienla de lo siguiente moneru:

"1...) Canj nto de operaciafi¿s ! c idados necesar¡os para que las in¡talacianes,
edilicios, industt¡as, etc , puedan seguü lukcianando adecuadomente (...) ".
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Se colile que dentrc de la defnición enitida por Par¡e del órgano rcctor en l: em:sún

l"iorl.tii"ot ogrlortias ád idioma cspoñol no se ¿sto-bl¿c¿ que seo 
'ttontu:i::: r/o

i^l"rí,i qi" aí*- a" un ña,,ten¡mie;b de b¡enes' 
'lcba 

contots¿ con u o di¡ecció't

téínica o inociaieato espeeializodos pot cuon@ lo fnalidad se ctrcMscibe en lograr

que u, dererninado tien sigo func ionando de man¿ra ad¿aoda ldd¿tñición cs añplia

lv no restrictiva. siendo posible oplicar una gtan cantidad de snpueslos de hecho

1.. CONCLUSIONES

En virlttd de las co sideraciones litcticas y en derecho e'püeslas este Coü¿ o

)uñnono Descentalizado Muhicipal de Cua*¡q il rsdelctite oqueel onteñimi¿nto

de los bienes púbticos (ed¡fcaciones) no d¿b¿ s¿¡ co"side¡ado co'tto u" pruceso de ohn'
-po, 

ionro io o^"riro 
"inocimieato 

y/o expenicio léc"ica altañe e calÜcado ( )

(El énfasis me coffesPonde).

1.3. Por su pale, el criterio juridico del SERCoP' citó' adcmás de las normas referidas
-'-' 

p", f.liia"a *"sultanie, el artículo 48 del RGLoSNCP v cl numeral 44 del Anexo

lClosario" de la Normativa SNCP. con base en los que analizó lo siguiente:

I. ANÁLISIS.'UNiDICO:

I 2 Lo determikación dc un proccdi' icnlo dc contratac¡ón le correspohde de manera

irari¡" , t, eht¡dad cont;bnte que adquiev el bien se ¡cio u obra; lo crul se

,elaciono en lalorna como se eslablezca en los esludios pre|ios efec¡ud'los así como en

á'-,¿ir^*" ai,"¡"**ia (servicios/consultorío) o eú las especilicacioner técnicas

it¡")"r¡troO qrí 
"U¿ure 

Et tittiño inc¡so d?l artículo 18 del R'g¡onenb Genercl a la

;;; ¿;,;;,;;" 'det 
Sisteno Nacionat de cuntruta'ión Púbtico'Rt'iLos'\CP esptctticu

:'í-- i il i"¡.r¡¿, a¿ 
"bje¡o 

de contru¡ación deber(i conta¡ con Ia deüda tttsttrtcacián

,lr"irr. ,qír¡oa. * u, 
"ipectl¡cacones 

técnias o t¿rn¡nos d¿ t¿l¿'ancia. pot lo quc los

,"^i.r"í,"' a¿ ob¡eto áe contr¿t,rcón debeún Sudrdo' una. Hlación o incukción

ra:onoble, acorde o las necesidadcs ¿s¡tutcionales de la entidarl coalruknte ) qre rlc

,iornu ,ror"ro prcpendan a lm trutamienlo dilercnciado o discriminQlolio de los

pro\,eedores del Eslado. .

l -3. En esle s¿ntido, la entidad al establecer et objeto de c oñltotación d¿beú conside-rut
't^ 

-.non"r,", oru" ,"quiere conlra¡ar Al respeclo' en el Anero I a la Resol con Nro
'i 

i.irhcop -¿ú¡'o t i de 0 t de a¡osto de 2a2 3 t Norñatita secundartat nunc¡at t 5'if 
r"iot" qu" la obra 'Conprendi la constrttcción teconstrucción reñodelac¡ón

^*,"r,ir¡ira, 
nejoranienti, demolición rcnovacióh anpliac¡ón' instalación'

i*iiiit""iir, y 
", 

g"rrr"l c alqlier trubaio moteial sobre bienes inmuebles o sobre el

,u"to o rubriob, áu, 
"omo 

eiifcaciones ttineles, p ctlos sislet'il'1s dc alcaktarillado t'

agua pooble, Presa§ sistemas eléclicas y elecltón¡cos' e§lrtcluras excat¡octones
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perforuciones, car¡eleras, puentes, enlre otros, qw rcquieran dirección lécnico,
expedienle t¿cnico. mano de obra, mater¡ales y/o equipo§. En caso de que las activ¡dad¿s
o trobajos no cumplan con las carocterísticos ontes expuestos, el objeto de la
conrralación corresponderó a la prestaciófi de un sen¡cio '.

Ll. Por ooapa e,cuando se reJiere a laprestaciónde setvicios se ind¡caque, este " [... J
conprende prestaciones consistentes en el desanollode uha acl¡vidad o labor temporal.
que real¡za un proveedor, W¡a atender una necesidad de locntidad contralantc, pudiendo

est.tr s4eta a rcsultados para considerar teminada tal prestación.' (Anexo ) lú
Resolución Nro. R.E-SERCOP-2023-0131. de 0l de agosto de 2023 nuñeral 28).

1.5. Del análisis de los texlot atpuestos, se puede es¡ablecet que pdtu que se coñsiderc a

un proceso como proceso de ejecucióñ de obra esta conuatación deberá contar con todos

o algünos de los c¡iterios constahles en el naheral 15 del Anexo I de la No¡nrativa

Secun¡laria como son que el p@ceso rcqu¡era de dirección técnica, exped¡ente técnico,

mano de obra, materiales y/o equipos.

1.6. Si la contratación del onteniúiento no requiere de estos ospectos anles indicados,
ho corresponderá a und obru sino u uh se,vicio que co prende el desaftollo de uha

actividad o labor tcmporal.

2. PRONUNCUMIENTO:

2.1 Luego.lel análisis efectuado, en atención a s cottsuha: "Coñfonne a loestablecido
en el ANEXO I nancral 15 de lo Resolución RESERCOP-2023-01 31. ! a electos.le
guardar armonía con la defnición cstablecida cn el o iculo ó numerul 5 dc la Le!
O¡gánica d¿l Sist¿rrú Nacional de Contrctació Pública, es necesario qu¿ un proceso de
nontcnimiento que involuüa Dk¡no de obra, materiales y equipo, sea considerado co,no
úna obra? , se cohclute q e, el estableciñiento del objeto cohttuctual corresponde a la
enl¡dad controtanle, la cual, a lrov¿s de sus esludbs previos, léníinos de pferencia o
especúcac¡ones técn¡cas, analizo¡á si el proceso a ejecutarse es-de odquisición de
bienes, prestación de senicios qúe incluyen a lacohstllor¡a o de ejec ción de obru

2 2 Dehlrc de esta deteñ¡nación del objeto a contratarse la eñtidad conlratante
cons¡derará qüe se electúa un proceso de obras cuando la ejecución comprenda la
conslruccirin, reconslrucción, rcmodelación, manteniñiento, mejorañienlo, de,nolición,
renovación, amplioc¡ón, instaloción, habil¡tación, y, en general, cualquiet trabajo
,nater¡al sobre b¡cnes inmuebles o sobre el suelo o subsuelo, ¡ales con o ed¡f¡caciohes,
túneles. puelos, sis¡¿ñas de alcantarillado ¡.agua potable, presas, sistemos eléctricos ),
eleclrónicos. estruc¡uras, excavaciones, perforac¡ones, carreterus, puentes. enlre o¡rc§,
en los que requ¡eran direcc¡ón lécn¡ca, expediente técn¡co, nono de obra, mate ales lio
equipos. En caso de que las acliúdades o trubojos no cu¡rlplan con las catacteristicas
antes expuestas, e! ob¡etode la coilrutación corrcsponderó a la prestaciónde u tervic¡a.
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1.4. De lo rnanifestado se observa que, el ¡nforme juridico de la entidad consultaíte
manifiesta que elAnexo de la Normativa SNCP, correspondiente al Glosario. y que

hace referencia a la defin¡c¡ón de "Obra" es una defiñición de carácter copulalivo en

donde se deberian cumpl¡r todos los requisitos que er ella emana. Por tanlo. el

CADM GYE argumenta que, para el manteñimienlo de una obra. como una

edificación, no debe considerarse como un proceso de obra. sino como un conjunto

de operaciones destinadas a garantizar su funcionamiento adecuado, sin necesidad de

una dirección técnica altamente calificada.

Por su parte. el SERCOP destaca que le conesponde a la entidad conlratanle el

establecim¡ento del objeto contractual. ya sea si el proceso es de adqu¡s¡ción de

bienes. prestación de servicios o ejecución de obras; y. que el proceso deberá

considerarse como uno de obm cuando la ejecución comprenda todas o algunas las

caracteristicas expuestas en el numeral l5 (sic) delAnexo I de la Normativa SNCP

2. Análisis. -

Para alender su consulta es peninenle considcrar que. dc acuerdo con el articulo 82 de la

CRE. el derecho a la seguridad jurídica sc garant¡za a través de normas previas. claras y
públ¡cas. aplicadas por las autorid.des competentcs.

Con relación al Sisterira Nac¡onal de Contrataciór Pública. la LOSNCP establece. en su

aniculo 4. que para la aplicación de la referida Ley y de los contratos que de ella derivcn

se observarán "los princ¡pios de legalidad, trato jisto. igwldad. calidad, vigencia

tecnológico. oportunidad, concutenc¡a, oanspo¡encia, publicidad; r-, ParlicipaLión
nacionol'; y. a su vez. que los procedimientos ,v coítratos sometidos a la LOSNCP se

deben interpretar y ejecutar de acuerdo a los referidos pr¡ncip¡os y precaulelando los

intereses públicos7.

De conformidad con el numeral 5 del añícr.¡lo 6 ibidem. la contratación pública se refiere

a todo proccdimiento concemierte a la adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución

de obras públicas o prestación de servicios públicos y, enlatiza qLre, cuando el contrato

implique la fabricación, manufactura o producción de bienes muebles, el proccdimiento

será de adqu¡sición de bienes. En síntesis. la contratación p(tblica puede consistir en: la

adquisición o arrendamienlo de bienes. la ejecución de obras públicas o la prestación de

servicios en los cuales tamb¡én se incluye los de consultoría.

? Ari 5 de ta LosNCP.
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Conro pane de la fase preparatoria, la entidad que requirente debe identificar, detallar,
clara y concretamente. la necesidad de la contratación8. De la misma manera, el aniculo
48 de fa LOSNCP instaura que la entidad contralñle "deikirá elobjeto de contratat¡ón,
uncerniente a la adquisicíóh o arrendamiento de biehes, ejecuciót't de obra o prcstactón
de senicíos". Dicha delinición debe contar con todas las especificaciones técnicas o
términos de referencia, que deberán guardar relación con las necesidades de Ia entidad
contratante. salvaguardando los principios de trato jusio e igualdad frente a los
proveedores del Eslado.

De acuerdo con el Anexo "Glosario" de la Normativa SNCP, para la adquisicron o
arrendamiento de bienes. define a los bienese como:

''Cosus corpóreos e incorpórcos de naturaleza ,r¡ueble q e rcquierc una entilad
conlraluntc paru el.lcsariollo de sus actividades v cl cuñplitkicnto de sus otribuciones y
frnes, a trav¿s de la ul¡lización o consumode estos.

Cua¡*lo cl cohtrato implique la fab caciótt, manufactura o prcducción dc b¡enes

nüebles, el procedimiento seró de adquis¡ción de bie es, se ilclüyen también denttu dc
la contrutación de bicnes o los de a endamiento mercant¡l con opc¡ón de compra"

Por su pate, respecto a ¡a prestación de servicios, e¡ mismo Anexo de la No¡mativa SNCB
en su numeral 44, establece que el serv¡cio comprende '?re staciones consistenÍes en el
¡les.trrollo de uha dctividad o labor temporal, que realiza un proveedot paraatender una
ñecesidad de la ent¡dod conlra!onte, pudiendo esíar stieta a resuhados pata corlsiderar
ter»t i huda l al prestacióh".

Finalmente, y en el caso que nos compete relacionado a la presente consulta, según la
Norr¡ativa SNCB la obra comprende:

''(...t la construcción. reconstrucc¡ón, remodelacióñ. manteni,n¡enlo, nejoramienlo,
denlolicióh, rehovación, añpliación, instalación, hobil¡tación. y en eeneral cMlquier
trabajo materíal sobre biehes ¡nmuebles o sobre el suelo o subsuelo, tales como
edirtcaciones. túncles, pucrtos, sistemas de olcantarillodo y agüa potable, prcsas,

sisle,nus el¿clr¡cos t electrón¡cos, estr cturus, excataciones. perÍoruciones, carretera§,
p ente§, entre otros, oue reouie¡an dirccc¡ón l¿cn ica. ¿tned¡eñte lécnico.,narro de ob¡a,
nmleúales lo eouipos. En caso de oue las actie¡dades o l¡aba¡os ,to curú,lan con los

preslación de an se¡vicio "/¡'(Enfas¡s añadido).
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De acuerdo con la definición normativa provista. la ejecución de una obra abarca una

gama amplia de actividades, incluyendo no solo la construcció¡. sino kmbién la

ieconstrucción. remodelación. mantenimiento, mejoramiento. demolición renovación'

ampliación, instalaciór. habilitación, y otros trabajos materiáles sobre bieries inmuebles

o suelo y subsuelo.

Es crucial destacar que la inclusión del mantenim¡ento y mejoramiento dentro de las

actividades consideradas como obras plantea la interrogante objeto de su consulta: ¿todo

mañtenimiento sobre bienes inmuebles o suelo y subsuelo debe ser categorizado como

una obra?

Así como la refer¡da definición establece que cualquier trabajo material sobre tales bicnes

-ejemplificados en la misma-. también instaura los aspectos que un trabajo o act¡vidad

requiere para serconsiderada como uña obra. como lo son que rcquiera: dirección lécnica'

expediente técnico. mano de obra. materiales y/o equipos. l-.s cn este punlo donde la

norma presenta una exccpción significativa: si una actividad no cumple con los aspectos

o características determinados en el numeral 21, puede scr considcrada como una

prestación de servicios.

Es decir, la propia normaliv¡ eñ su definición. al instaurar dicha exccpción' reconoce que

pueden existir trabajos o ¡clividadcs que. si bien cumplen con cienas caracteristicas -

como lo son el mantcnimiento dc una infraestruclura con mano de obra y maleriales_ no

coresponden a una ejecución dc obra. al no contarcoñ todas las demás caracteristicas ahi

requeridas y, por tanto. sc dcbcn corsiderar como prestación de servicios'

Es imporl.nte subrayar que esta interpretación difiere de la poslura adoplada por el

SF-RCOP. que sostiene que ura contratación se considerará como ejecuc¡ón de obra si

cumple cor alguno o todos de los criterios del¡ñe.dos en el numeral 2l del Anexo de la

Normativa SNCP Sin embargo. a criterio de este organismo' la inclus¡ón del término,7n

en la fiase "que requ¡eran dirección técnica, erlqdiente t¿cnico mano de obra

tateriales )'/o equipos implica que únicamente los materiales y/o equipos son

disyuntivos.

Esta inlerpretación se basa en la premisa de que no existe escenario posible en el cual ura

actividad humana que verse sobre el mantenirniento o mejorañiento de una

infraestructura no necesite de mano de obra y maleriales o equipos' Y. por olro lado' s¡

pueden existir trabajos de manlenimiento o mejoramiento de bienes inmuebles o sobre

suelo o subsuelo, en donde ro sea neces¡rio una direcciór¡ técnica ni exDediente
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calific¡da v csoecializrdr. persistiendo siempre la necesidad de contratar mano de obra

) maleriales o equipos para ejecutar dicha actividad.

De manera general, la ejecución de una obra siempre va a implicar de: (i) una direccrón
técnica, (ii) de un expediente técnico, (iii) mano de obra; y, (iv) materiales y/o equipos.
siendo este último punto el único que en realidad podría variar según la necesidad de la
entidad contratante. Dicho de otra manera, para que se considere una contratación como
ejecución de una obra - que consista en las actividades que se enuncian en Ia definición
objeto de la prescnte consulta- siempre se va a requerir. por su naturaleza. los tres
primeros punlos sin excepción alguna. Mientras que, con relación al cuano aspecto -si
bien también es esencial- debe ser definido por la entidad contratante según el trabajo a

realizarse. esto es: si se requiere de mater¡a¡es y/o equipos.

Por lo tanto. para que una contratación sea considerada como una obra debe cump¡ir con
todos los criter¡os co¡¡stantes en el numcr¡l 2l del Anexo de l¡ Normltiva SNCP.
como lo son que el proceso requiera de dirección técí¡ca. expediente técnico, mano de

obra y. materiales y/o equipos. Una vez más. en caso de que la intención normativa haya

sido que se cumplan lodos o algunos de dichos criterios, no habria siluación o escenario
alguno en que una act¡vidad- como lo son la de mejommieñto o mantenimiento- pueda

scr enmarcado dentro de la excepción de enmarcarse como una prestación de servicios.

De la normativa analizada, se dcsprende lo siguiente: y' el derecho a la seg u ridad j uridica
se lundamenta en el respecto a la Constitución y en la existencia de normas juridicas
previas. claras. públicas y aplicadas por las auloridades;i, lacontratación pública implica
a todo procedimiento concerniente a la adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución
de obras públicas o prestación de servicios, inclu]-endo los de consultoriai iü a la entidad
contratante le corresponde definir el objeto de la contraiación concerniente a la

adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución de obra o prestación de servicios.
guardando relación con las especificaciones técnicas o términos de referencia y la

necesidad de dicha entidad; ív,, el proceso de obra comprende la construcción,
reconstrucción remodelación, mantenimiento, mejoramiento, demolición, renovación,
ampliación, instalación, habilitación, y en general cualquier trabajo material sobre bienes
inñuebles o sobre el suelo o subsuclo, que requiemn d¡rección técnica, expediente
técnico. mano de obra y. materiales y/o equipos; v,/ pueden exislir actividades o trabajos
que. por su naturaleza, no sea necesario una dirección técnica ni expediente técnico. pero
cn donde si se necesite mano de obras y. materiales y/o equipos; y, v, si la actividad o
trabajo -entre ellos el de mantenimiento de una infraestructura- no necesitara de
expeñicia lécnica calilicada !' especializada y quc por lo tanlo, no cumpliria con todos los
aspectos de la definición de obra, ésta deberá ser considerada como una prestación de

servicios.
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3. Pronú¡¡ci¡mienlo. _

En aterción a los térñinos de su consulla se concluye que' de conformidad con los

aniculos 6 numeral 5, y 48 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Coftrdación

Pública; numerales 44 y2l delAnexo "Glosar¡o" de la Normativa Secundaria del Sistema

NácioraldecontratacónPúb|ica.seconsideracomoprocesodeobracuandolaejecución
comprende la construcción. reconstrucción, remodelación' mantenimiento'

mejáramiento, demolición. renovación, ampliación. instalación' habilitac¡ór' !" en

geieral. c,ralquier trabajo material sobre bienes inmuebles o sobre el suelo o suhsuelo en

l'os que se requieran dirección técnica. expediente técrico' ñano de obra y' mater¡ales y/o

equipos, debiendo contar con todos estos criterios'

En este sentido. pueden exisrir actividadcs. como lo son el de mantenimiento de

It *r,ruou,"r. qra, po, t, propia naturalcza, no necesiten de dirección técnica ni

"*f.ai.na 
ae*i.o y qu". por ló tanto, no 

",,ptirían 
con (odos los aspeclos determinados

en el numeral 2l delAnexo "Glosario" dc la Normativa Secundaria del Sisterra Nac¡onal

de Coritratación Pública para considcrarse como una ejecuciór de obra y' er

consecuencia. se enmarcarian dentro de una prestación de servicios que coñprerde una

actividad o labor temporal.

ÑffA§J¡A G6A¡l DE .SITDO

rrrl :¡|l r:Lrxr

El presente pronunciañicnto se limita a inteligencia I aplicación general de normas

juridicas. siendo de exclusiva respo

casos institucionales específi cos.

de la cnlidad consuhante su aplicación a

Atenlañente,

Abg. Juan C

PROCURA DEL ESTADO

Éúboóh ( ürire ,on s lileeioni
;.(ron G.r..¡l d.¡ s.Fi(io r_úior d. Corir'ltción Púüli"' SERCOP
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